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			CONCEPTO Y TEORÍAS DEL ESTADO. EL ESTADO Y LA CIENCIA POLÍTICA

M.ª Josefa Rubio Lara
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			OBJETIVOS

			El Estado es la forma política dominante, pero en las casi dos centenas de Estados existentes en la actualidad se producen importantes diferencias entre ellos y, sin embargo, todos reciben la denominación de Estado. ¿Qué es el Estado? Al igual que cualquier otro ente abstracto plantea problemas de conceptualización. En este primer tema se define el Estado como poder político institucionalizado y se exponen las consecuencias de este concepto. Asimismo, se aborda su relación con los conceptos de poder y de política. 

			El estudio del Estado por la Ciencia Política ha discurrido por fases distintas, a lo que han contribuido ya sean los cambios metodológicos ya sea la concepción subyacente del Estado, o el efecto combinado de unos y de otra. De ello nos ocuparemos en este tema hasta llegar a los debates actuales.

			El último núcleo del tema versa sobre las explicaciones del poder estatal formuladas desde las perspectivas marxista, elitista, pluralista e institucionalista. Los planteamientos originales de estos enfoques divergen sobre la relación entre el Estado y la sociedad. Sin embargo, en los últimos años se aprecia cierta convergencia entre ellos, un denominador común es el reconocimiento de que el Estado posee una relativa autonomía como actor político.

			1. INTRODUCCIÓN

			En la actualidad, el mundo se organiza políticamente en un sistema de Estados. Al iniciarse el siglo XXI, el Estado sigue siendo la forma política predominante y es previsible que, a medio plazo, continuará siendo el ámbito colectivo más característico de la actividad política. Desde que surgió en el continente europeo, fue sustituyendo a otras formas de organización, como los reinos medievales o los imperios, hasta llegar a implantarse en diferentes países. El número de Estado se multiplicó, sobre todo, después del proceso descolonizador. Un dato que demuestra la generalización por todo el planeta de esta forma política es el crecimiento del número de miembros pertenecientes a la ONU: en 1945 formaban parte de ella 51 Estados, en 1993 estaba compuesta por 181, por último en 2008 el número de integrantes es de 192 (Montenegro ha sido el último Estado que se incorporó en 2006).

			En ese conjunto de Estados existen grandes diferencias entre ellos, desigualdades derivadas de sus recursos económicos, de su dimensión territorial, de su demografía o de su grado de estabilidad institucional. Por otra parte, el Estado no ha permanecido inmutable, ha estado sometido a una constante transformación desde su surgimiento en el siglo XVI. Desde el punto de vista histórico, ha demostrado ser una forma de organización política que se ha adaptado a distintas circunstancias y objetivos. Esa necesidad de adaptación ha supuesto la introducción de cambios que han afectado a diferentes aspectos: a la vinculación entre el Estado y el individuo, lo que ha originado modificaciones del estatus del individuo, por ejemplo, es distinta la consideración del súbdito a la del ciudadano; a la relación entre el Estado, la sociedad y la economía; y a sus fundamentos legitimadores.

			Por último, los fines del Estado también han mutado al hilo de sus transformaciones y circunstancias históricas. Mientras que en su primera etapa, sus objetivos primordiales se identificaron con la provisión de la seguridad física y la administración de justicia, con posterioridad pasó a ocupar un lugar central la protección de los derechos de los ciudadanos, más recientemente, en el siglo XX, la seguridad material y el bienestar de sus ciudadanos se añadió a las funciones que desde su origen lo habían justificado. De forma genérica el fin del Estado se identifica con la satisfacción del bien público, o dicho en otros términos, del interés general o del bien colectivo. Sin embargo, concretar qué se entiende por estas expresiones no es tarea fácil. Para Bentham, el interés general se identifica con la felicidad del mayor número de personas. Según la teoría económica, los bienes públicos puros se caracterizan por dos rasgos: a) porque cuando existe un bien su consumo no es excluyente, su uso no puede racionarse. b) porque no existe rivalidad de consumo, es decir, la cantidad que consume un individuo no reduce la cantidad del bien disponible para los demás. El ejemplo típico de bien público puro es la defensa. Otros bienes públicos se consideran impuros porque poseen una de las dos propiedades de los bienes públicos puros y en diferente grado, por ejemplo una carretera congestionada. Con todo, la categoría de bienes públicos no es un criterio determinante para definir los fines estatales, pues un mismo bien se ha tenido por público o por privado en diferentes periodos históricos, incluso un mismo bien en un periodo concreto tiene una naturaleza en un país y la contraria en otro. A ello se añade la dificultad para adoptar decisiones colectivas, porque los intereses de los individuos son divergentes y, sin embargo, la decisión tiene que ser conjunta, pero la agregación de los intereses particulares plantea problemas.

			Expresiones como Estado absoluto, Estado liberal, Estado democrático, Estado de bienestar, Estado fascista y Estado socialista designan a las diferentes cristalizaciones en las que el Estado ha fraguado a lo largo de la historia. De estas distintas configuraciones también se desprende que el Estado más que un fin en sí mismo, es un instrumento o un artefacto que ha servido a distintas formas de dominación política.

			Más recientemente, durante los últimos decenios del siglo XX, se debate sobre el curso que seguirá el Estado debido a factores como la mundialización de la economía, los procesos supranacionales, la descentralización política y las revisiones de las políticas de bienestar que caracterizaron al Estado surgido de la segunda postguerra. La repercusión de estos factores en la estructura y funciones del Estado es un tema abierto al debate.

			Como se ha expuesto, el Estado por un lado, se ha implantado por todo el planeta, pero por otro lado, el término se aplica a realidades heterogéneas y a pesar de sus continuas transformaciones lo que tipificamos como Estado permanece. Tampoco el uso de la palabra es homogéneo ni su valoración unívoca. Los países anglosajones lo emplean con escasa frecuencia. En EEUU el vocablo se utiliza, sobre todo, para designar a los miembros de la federación o en su conexión con el modelo de bienestar (welfare state). La estructura institucional, funciones y atribuciones que en la Europa continental imputamos al término de Estado, en los países anglosajones la atribuyen a una sola de sus instituciones, en concreto al «government», por el contrario en Europa continental el Estado no se agota en el gobierno sino que engloba además al parlamento, a las administraciones públicas, al poder judicial y a los ciudadanos. Este distinto uso es consecuencia de las diferentes culturas políticas nacionales. La forma de entender el Estado que predominó durante el siglo XIX y principios del XX en el pensamiento político inglés difiere de la que prevalece en Francia o en Alemania en esa época. Autores como Figgis [1866-1919] Cole [1889-1959] o Laski [1893-1950] se centraron en los grupos sociales (como los sindicatos, las iglesias) y mantuvieron una postura crítica con la idea de soberanía; para ellos el Estado es una organización semejante a otras organizaciones sociales (Laborde, 2000).

			Al margen de las diferentes tradiciones culturales, desde el punto de vista teórico, las valoraciones sobre el Estado siguen siendo divergentes: para unos, el Estado es un instrumento de dominación al servicio del interés de una clase o grupo social, para otros es un ámbito neutral en el que se desenvuelven los intereses de los distintos grupos sociales, y, para un tercer grupo de interpretaciones, el Estado es percibido como una institución autónoma respecto de los intereses de los grupos.

			Pero, por encima de las discrepancias señaladas, de las transformaciones sufridas por el Estado desde su aparición o de la heterogeneidad de organizaciones a la que se aplica el término ¿qué nos permite clasificar como Estados a la organización política predominante de la sociedad en la actualidad?, ¿qué se entiende por Estado?, ¿cuál es su peculiaridad respecto a otras formas de organización política? 

			2. EL CONCEPTO DE ESTADO

			El Estado al ser un ente abstracto plantea dificultades de conceptualización. Entre las definiciones elaboradas, sigue siendo dominante en la Teoría del Estado contemporánea la realizada por Weber [1864-1920]. Su definición no la formula atendiendo a sus funciones sino teniendo en cuenta su organización y la forma de utilizar su recurso más característico, esto es, la coerción. Para el sociólogo alemán, el Estado es una organización institucional que posee «el monopolio de la coacción física legítima». De acuerdo con esta definición, el monopolio de la violencia es el rasgo identificador del Estado, de forma que en una sociedad organizada en Estado ningún grupo tiene el derecho a utilizarla; por lo demás, el monopolio de la coacción, o mejor dicho, la eventualidad de recurrir a la violencia, permite al Estado imponer decisiones colectivas. 

			Ahora bien, el dominio de los Estados no sólo se basa en la coacción sino en la coacción legítima, es decir, en el consentimiento de los ciudadanos. Max Weber distingue tres modelos ideales de legitimidad que repercuten en la forma de obediencia: frente a la legitimidad tradicional —fundamentada en la costumbre— y la legitimidad carismática —que radica en las cualidades ejemplares de una persona— la legitimidad legal-racional, la más corriente en la actualidad, se basa en la creencia en la legalidad, es decir, en la sumisión a las normas y al Derecho, en consecuencia, la coacción legítima es la que se ejerce conforme a lo establecido en la ley. 

			Junto al monopolio de la violencia y a la legitimidad en que ésta se apoya, un tercer rasgo identificador del Estado, de acuerdo con Weber, estriba en que ese monopolio legitimo de la coacción es ostentado por una organización de carácter institucional. La institucionalización del poder significa, por una parte, que la coerción no se ejerce arbitrariamente sino de acuerdo con las leyes; por otra parte, la institucionalización se opone a la personalización del poder. Aunque el poder es ejercido por personas, éstas no actúan en nombre propio sino como representantes de una entidad abstracta. La despersonalización del poder permite, pues, la continuidad del Estado y de sus políticas, al margen de que sus gobernantes cambien. Para Max Weber, los Estados más evolucionados son los que se asientan en la legitimidad legal-racional y los que disfrutan de una institucionalización más desarrollada, en comparación con los basados en otras legitimidades. Por último, la institucionalización del poder también implica que las relaciones y las actividades políticas sean realizadas por órganos específicos a los que se les atribuyen funciones concretas de acuerdo con normas. Desde estos planteamientos, la organización burocrática constituye el instrumento característico del éxito del Estado en la época moderna. 

			En consecuencia, según esta definición, aparte del monopolio de la coerción legítima, la esencia del concepto de Estado estriba en la institucionalización del poder. Precisamente, es esa despersonalización del poder la que separa al Estado de otras organizaciones preestatales. Si se exceptúan las ciudades de la Grecia clásica, en ninguna de las formas de organización política que existieron antes del Estado se distinguía entre la persona del gobernante y los asuntos del gobierno, entre la esfera privada de los gobernantes y el gobierno, y, en ningún caso, los instrumentos del poder eran independientes de las personas que los utilizaban.

			La influencia de la definición weberiana es clara en otras que se han formulado con posterioridad sobre el Estado, así como el hincapié que se hace en la institucionalización del poder como rasgo distintivo de la forma estatal. En este sentido Passerin retoma la clásica contraposición del pensamiento griego clásico entre el gobierno de los hombres y el gobierno de las leyes para mantener que el Estado es fuerza, pero se trata de una fuerza con cualidades que la separan de la mera fuerza. El Estado «no es sólo fuerza, sino fuerza legal, fuerza legítima, poder, autoridad» (Passerin, 2001:90). La legalidad cambia la naturaleza de la mera fuerza en tanto que el poder existe en virtud de la ley, y, además, modifica su ejercicio al desplegarse en nombre de una norma impersonal.

			Por su parte Poggi define al Estado como «una forma de poder político institucionalizado» (Poggi, 1990: 85). La institucionalización estatal, explica Poggi, se perfecciona mediante la incorporación de nuevos instrumentos organizativos y principios inexistentes en el origen del Estado:

			a) La naturaleza burocrática de su aparato administrativo introduce la despersonalización en la organización y el ejercicio del poder. Esa despersonalización se manifiesta tanto en la forma de reclutar a los funcionarios —mediante pruebas objetivas y atendiendo a criterios de cualificación personal y no por razones clientelares o por privilegios hereditarios— como porque los funcionarios ejercen su actividad de acuerdo con los reglamentos, lo que permite a los ciudadanos anticipar el ejercicio del poder frente a la inseguridad que genera un poder arbitrario.

			El modelo burocrático posibilita que el Estado sea entendido como una estructura unitaria y al mismo tiempo, que esté integrado por distintos órganos. En un nivel se situarían los órganos políticos representantes de la soberanía (parlamento, ejecutivo...) encargados de impulsar, dirigir y sancionar las decisiones últimas. Mientras que en un segundo nivel se encontrarían los órganos burocráticos, cuyo cometido es articular e implantar las directrices generales establecidas por los órganos políticos. Estos órganos se subordinan a los primeros y pueden ser controlados por ellos.

			b) Otro aspecto de la institucionalización es que la actividad del Estado se ejerce a través de normas jurídicas y procedimientos. La ley se convierte en instrumento de la política ya sea para establecer la organización y competencias del Estado, como para reconocer derechos e instituir las obligaciones de los ciudadanos. Conceptos tales como constitución, imperio de la ley, o principio de legalidad de la administración son exponentes de la creciente vinculación entre la ley y la política en los Estados occidentales de los siglos XVIII y XIX.

			c) Según Poggi, también la integración del poder político es una manifestación más de su institucionalización a lo que coadyuva el desarrollo del nacionalismo debido a que crea identidades colectivas, o los derechos iguales y generales de los ciudadanos, los cuales establecen la vinculación entre los individuos y el Estado (Poggi, 1990:28-33). La institucionalización del poder político en la que el Estado reposa, no sólo se manifiesta, según ciertas interpretaciones, en la integración del poder político, sino en la integración y cohesión de la sociedad, lo que permite crear un ámbito político colectivo (Nettl, 1994:13).

			La tipificación del Estado como poder político institucionalizado comparte características con otras instituciones. Como sostiene Creveld, el Estado «es una corporación», al igual que las iglesias o las universidades, en el sentido de que posee personalidad legal, es decir posee derechos y deberes, además puede actuar como si se tratase de una persona. Pero, a continuación hay que añadir que se trata de una corporación distinta por las siguientes razones: a) porque todas las corporaciones tienen que poseer la autorización del Estado, mientras que éste no necesita ninguna autorización, aunque si debe contar con el reconocimiento de otros Estados. b) Porque ciertas funciones sólo son ejercidas por el Estado (producción de Derecho y administración de la violencia legítima). c) Porque sus funciones las ejerce dentro de un territorio determinado en el cual su jurisdicción es exclusiva (Creveld, 1999:1).

			La definición de Creveld añade un rasgo característico del Estado que hasta ahora no se había mencionado. La delimitación territorial de su espacio jurisdiccional es un elemento típico de esta forma de organización que la distingue de otras, en particular, del imperio. Desde el surgimiento de los Estados, el reconocimiento de sus fronteras y su integridad territorial fueron sancionadas en tratados internacionales como se verá en el tema II. A modo de resumen y para concluir, siguiendo la definición de Max Weber y de Poggi, el Estado puede definirse como un poder político institucionalizado que ejerce el monopolio de la violencia legítima sobre una población y un territorio delimitado geográficamente. De acuerdo con este concepto, la Teoría del Estado tradicionalmente señala que son elementos consustanciales de la organización estatal: el poder, el pueblo y el territorio.

			3. LA RELACIÓN ENTRE LOS CONCEPTOS DE ESTADO, POLÍTICA Y PODER

			Como se estudiará en el epígrafe siguiente, el estudio de la política se identificó en una primera etapa con el estudio del Estado, con posterioridad la política se definió en términos de poder. La Ciencia Política es una ciencia del poder orientada a responder acerca de quién obtiene qué, cómo y cuándo, de acuerdo con la formulación de Lasswell [1936]. Política, poder y Estado son términos conexos, según se desprende de las definiciones de estos términos. 

			Vaya por delante que el poder no se restringe al ámbito de lo político. El poder político es una manifestación más del poder junto a otros poderes sociales, como puede ser el poder económico o el poder ideológico. Para dar cuenta de la especificidad del poder político resulta pertinente definir en primer lugar qué se entiende por poder. Es un lugar común distinguir dos sentidos del término: 

			a) El poder como resultado de una relación entre dos sujetos en virtud de la cual uno impone a otro su voluntad y obtiene un comportamiento que no surgiría espontáneamente.

			b) El poder definido en función de los recursos disponibles, es decir, se tiene poder cuando se dispone de medios ya sean económicos, ideológicos o de otra naturaleza; en definitiva, el poder depende de la posesión de recursos (Bobbio, 1991: 1248).

			Según la primera acepción, el poder es el resultado de una relación orientada a la obtención de la obediencia, mientras que la segunda hace referencia a la posesión de recursos. Con todo, estas dos dimensiones del poder no son fáciles de discernir en la práctica y tampoco son excluyentes sino complementarias.

			Hasta aquí la definición de poder, pero ¿cuál es la peculiaridad del poder político? Las definiciones que de él se han formulado son numerosas. A continuación exponemos algunas de ellas con la finalidad de resaltar sus elementos comunes. Según Merriam, el poder político se caracteriza por «la universalidad o generalidad de las sanciones disponibles para la regulación de la conducta. Lo que el poder político posee es el monopolio de la legalidad». Por su parte, Meynaud sostiene que el poder político se diferencia del resto de los poderes sociales por «su carácter comprehensivo, la facultad de forzar a la obediencia tanto de los individuos aislados como de los grupos, la posesión en monopolio de la coacción legítima». Por último, la política definida desde el enfoque del poder y partiendo de la existencia de intereses contrapuestos en la sociedad y, por lo tanto, en conflicto, es «una práctica o actividad colectiva que los miembros de una comunidad llevan a cabo. La finalidad de esta actividad es regular el conflicto entre los grupos y su resultado es la adopción de decisiones que obligan —por la fuerza si es preciso— a los miembros de la sociedad» (Vallés, 2000:18).

			De acuerdo con estas definiciones y haciendo una síntesis de sus contenidos, el poder político se identifica con la gestión del conflicto que surge de la existencia de intereses contrapuestos, cuyo ejercicio implica adoptar decisiones colectivas y vinculantes, impuestas por una autoridad última que posee el monopolio de la coacción legítima. En conclusión, el concepto de Estado entendido según la definición weberiana —esto es, como organización institucional que posee el monopolio de la violencia legítima y siendo este monopolio el medio que le permite imponer decisiones colectivas— guarda un claro paralelismo con los conceptos de política y de poder político.

			Es cierto que el concepto de poder no agota el significado de la política. También se la ha definido atendiendo a sus fines y como sistema político. Pero la semejanza entre los conceptos de Estado y política se mantiene aún entendiéndola a partir de estos dos enfoques. En efecto, la política puede considerarse como una actividad cuya finalidad es el logro del interés general; lo colectivo y la coacción están presentes en consecuencia en la política, pues la provisión de los bienes públicos supone la redistribución de recursos entre los miembros de una colectividad de la que puede emanar conflictos. Desde la perspectiva del sistema político, Easton define la Ciencia Política «... como el estudio de la manera en que las decisiones son tomadas para una sociedad y consideradas vinculantes (…) como científicos de la política, estamos interesados en todas aquellas acciones e instituciones sociales más o menos directamente relacionadas con la forma en la que las decisiones de autoridad son tomadas y aplicadas, y las consecuencias que ellas puedan tener» (Easton, 1991:275). El contenido de la definición de Easton también recoge elementos ya destacados en otras definiciones, en este caso el interés de la Ciencia Política se centra en las instituciones relacionadas con la adopción de decisiones imperativas y vinculantes.

			Las definiciones expuestas revelan la clara similitud entre los conceptos de poder, política y Estado. La institución estatal ha sido y continúa siendo un objeto central de la Ciencia Política, afirmación que no debe inducir a pensar que el estudio de la política se agote en el Estado.

			Cuadro 1

			
				«¿Qué entendemos por política? El concepto es extraordinariamente amplio y abarca cualquier género de actividad directiva autónoma. Se habla de la política de divisas de los Bancos (...), de la política de un sindicato en una huelga(...). Naturalmente, no es este amplísimo concepto el que servirá de base a nuestras consideraciones en la tarde de hoy. Por política entendemos solamente la dirección o la influencia sobre la dirección de una asociación política, es decir, en nuestro tiempo, de un Estado.¿Pero, qué es, desde el punto de vista de la consideración sociológica, una asociación ‘política’? Tampoco es éste un concepto que pueda ser sociológicamente definido a partir del contenido de su actividad. Apenas existe una tarea que aquí o allá no haya sido acometida por una asociación política y, de otra parte, tampoco hay ninguna tarea de la que pueda decirse que haya sido siempre competencia exclusiva de esas asociaciones políticas que hoy llamamos Estado o de las que fueron históricamente antecedentes del Estado moderno. Dicho Estado sólo es definible sociológicamente por referencia a un medio específico que él, como toda asociación política, posee: la violencia física (...) La violencia no es, naturalmente, ni el medio normal ni el único medio de que el Estado se vale, pero sí es su medio específico. Hoy, precisamente, es especialmente íntima la relación del Estado con la violencia. En el pasado las más diversas asociaciones, comenzando por la asociación familiar, han utilizado la violencia como un medio enteramente normal. Hoy, por el contrario, tendremos que decir que el Estado es aquella comunidad humana que, dentro de un determinado territorio (el ‘territorio’ es elemento distintivo), reclama (con éxito) para sí el monopolio de la violencia física legítima. Lo específico de nuestro tiempo es que a todas las demás asociaciones e individuos sólo se les concede el derecho a la violencia física en la medida en que el Estado lo permite. El Estado es la única fuente del ‘derecho’ a la violencia. Política significará, pues, para nosotros, la aspiración a participar en el poder o a influir en la distribución del poder entre los distintos Estados o, dentro de un mismo Estado, entre los distintos grupos de hombres que lo componen. (...) El Estado, como todas las asociaciones política (...)es una relación de dominación de hombres sobre hombres, que se sostiene por medio de la violencia legítima (es decir, de la que es vista como tal). Para subsistir necesita, por tanto, que los dominados acaten la autoridad que pretenden tener quienes en ese momento dominan».

			

			Max Weber, El Político y el Científico, Madrid, Alianza, 1987, p. 82

			4. EL ESTUDIO DEL ESTADO EN LA CIENCIA POLÍTICA

			El estudio del Estado por la Ciencia Política ha discurrido por fases distintas. En unas ha ocupado un lugar central y en otras una posición secundaria, a lo que ha contribuido ya sean los cambios metodológicos ya sea la concepción subyacente del Estado, o el efecto combinado de ambas causas. Como a continuación se expondrá, desde finales del siglo XIX hasta los primeros decenios del siglo XX, aproximadamente, el Estado fue el eje central de la Ciencia Política. Con posterioridad, en los años cuarenta del siglo XX, la revolución conductista propició que su objeto por antonomasia fuesen los procesos y las conductas de los actores políticos; las instituciones y, en concreto, el Estado pasaron a un segundo plano. Por último, en los años ochenta de ese siglo, el estudio de las instituciones adquirió un claro impulso que fue paralelo a los nuevos cambios experimentados por el Estado debidos al final de la Guerra Fría, a la globalización económica y a los fenómenos a ella asociados, a los procesos supranacionales y a la descentralización política.

			4.1. La identificación del Estado y la Ciencia Política. La crítica al enfoque jurídico formal

			Durante el siglo XIX y hasta los primeros decenios del siglo XX, se consideró al Estado, en general, y a las instituciones políticas, en particular, fenómenos esenciales para la comprensión de la vida política, produciéndose cierta identificación entre la Ciencia Política y la Ciencia del Estado o, lo que es lo mismo, entre el poder político y el poder estatal. Esta concepción de la política se sustenta en la separación del Estado con respecto a la sociedad, niega la coincidencia entre lo político y lo social; así, el ámbito de lo religioso y de las relaciones económicas se excluyen de la esfera política, lo que origina la dicotomía formulada por Hegel entre sociedad civil y sociedad política o esfera privada y esfera pública. Según la concepción hegeliana, la sociedad civil es el ámbito de los intereses privados y del conflicto insuperable entre ellos, mientras que el Estado es una entidad ética que trasciende los intereses individuales y expresa los intereses generales, sólo la creación de una organización artificial separada de la sociedad posibilita el ejercicio de la libertad subjetiva. La separación entre la política y la sociedad es característica de la Edad Moderna y en particular de la concepción liberal. El monopolio legítimo ostentado por el Estado —o, si se quiere, la idea de soberanía— se encuentra en la raíz de la identificación entre poder político y poder del Estado. Es, precisamente, la progresiva centralización del poder y la resultante unidad de mando los rasgos diferenciadores del Estado respecto a otras formas de organización política. El carácter soberano del poder estatal introduce una diferencia cualitativa respecto a los restantes poderes de la sociedad; en consecuencia, es lógico que el Estado fuese el objeto por excelencia de la Ciencia Política. 

			El estudio del Estado en aquellos decenios se vinculó con el enfoque jurídico-formal, considerado hegemónico por algunos autores durante años. La configuración del Estado como un Estado de Derecho, concepto que remite al sometimiento del Estado a las normas jurídicas, coadyuvó a propiciar el contenido jurídico de la Teoría del Estado. Tanto la delimitación del objeto de la Ciencia Política en el Estado como el enfoque jurídico formal recibieron contundentes críticas que condujeron, aproximadamente a partir de los años treinta del siglo XX, a la decadencia de ese enfoque y al desplazamiento del Estado como objeto nuclear de la Ciencia Política. Entre otras objeciones se consideró inadecuado identificar la Ciencia Política con el Estado por tratarse de un concepto impreciso, además de contener limitaciones, ya que no pasaba de ser una organización relativamente reciente (Meynaud, 1971:71). Al enfoque jurídico-formal se le reprochó los escasos resultados obtenidos. También su limitada capacidad para explicar los desajustes entre las normas y el funcionamiento real de los sistemas, debido a su hincapié en los aspectos formales, a su indiferencia hacia el comportamiento político y al desinterés respecto a la influencia de los grupos informales en las decisiones, es decir, los grupos no sancionados por las normas. 

			Es indudable que la forma estatal no puede reducirse a los preceptos constitucionales. No obstante, algunos autores sobrevaloran la identificación del estudio del Estado con la corriente jurídico-formal, pues, en todo caso, esta no consiguió una implantación generalizada. En concreto, este enfoque fue defendido por la escuela del Derecho Público alemán. De ella son representativas las aportaciones de Gerber en 1865 y las de Laband. Ambos sostienen que el Derecho es la característica esencial del Estado frente a otras organizaciones, por lo tanto, lo que interesa es la forma, mientras que el contenido y la realidad social son irrelevantes. Con posterioridad, cuando el desarrollo de los fascismos reveló los desajustes entre norma y realidad, la dogmática de Derecho Público llega a su cenit con la obra de Hans Kelsen. Sin embargo, la identificación del Estado con el Derecho no fue asumida por otros estudiosos que, por el contrario, se apoyaron en la historia y la sociología. Según Jellinek [1851-1911], cuya influencia fue sustantiva, resulta erróneo identificar la teoría del Estado con la doctrina jurídica del mismo; esta última sólo es una parte de la primera puesto que el Estado, al mismo tiempo que institución jurídica, es «una construcción social». En opinión del profesor alemán, «La dogmática del Derecho es irremplazable, pero el uso exclusivo de la misma es insuficiente para abarcar los aspectos múltiples de la vida del Estado; de aquí que el investigador necesite acudir a otras disciplinas», entre ellas, un lugar destacado lo ocupa la historia, cuya ayuda es imprescindible para la comprensión científica de las instituciones (Jellinek, [1911] 2000:8,37).

			Las aportaciones de C. Schmitt y H. Heller, aunque con distintos planteamientos, constituyen una ruptura más clara respecto a la dogmática formalista. La crítica desplegada por Heller hacia los enfoques jurídicos formales le indujo a sostener la vinculación de la Teoría del Estado con la realidad. Para Heller «... La Teoría del Estado es, en todos sus aspectos, una ciencia sociológica de la realidad que, considerando el Estado como una formación real, histórica, se propone comprenderlo y explicarlo causalmente, mediante la interpretación de la conexión de actividad histórico-social» (Heller, 1998:76). Los problemas jurídicos, dice Heller, interesan a la Ciencia Política en cuanto el derecho legitime, fundamente o limite al poder; así, la «doctrina político-sociológica del derecho» forma parte de la Ciencia Política, pero no la jurisprudencia dogmática. La proximidad de Heller a la política y su preocupación por los cambios de su época le llevaron a propugnar la ampliación del ámbito de la Teoría del Estado. Esta disciplina, en su opinión, debía ocuparse de las relaciones del Estado con la economía y con la sociedad, de los partidos políticos y de la opinión pública, entre otros aspectos (Heller, 1998:46 y s.s). En fin, el enfoque jurídico-formal también tuvo un alcance limitado en las escuelas italiana y francesa, por ejemplo, Carré de Malberg se encuentra vinculado con el positivismo formalista; sin embargo, otros prestigiosos teóricos, como Duguit o Hauriou, fueron críticos con esta corriente.

			4.2. El llamado renacimiento de la Ciencia política. La marginación del Estado

			A partir de estas premisas se justificó la necesidad de replantear el método de la Ciencia Política y redefinir su objeto. A pesar de la implantación parcial del enfoque jurídico-formal hubo una tendencia a identificarlo con los estudios sobre el Estado. En torno a 1920, se generaliza la opinión de que los análisis centrados en el Estado poseían escaso valor para la comprensión de la vida política, además de reiterarse las insuficiencias del enfoque jurídico. La revisión metodológica —también calificada como revolución— que se emprende en los primeros decenios del siglo XX, sobre todo en EEUU, abrió una importante brecha en el conocimiento de la política que, como se verá más adelante, terminaría afectando al mismo objeto de estudio. La ruptura provocada por esta revisión metodológica sería de tal trascendencia, que a partir de la Primera Guerra Mundial se habla del renacimiento de la Ciencia Política, renacimiento asociado, en parte, a la llamada revolución conductista.

			La corriente conductista, impulsada en los años 20 y 30 por la Escuela de Chicago —y de la que son representativas las obras de Merriam, Lasswell y Gosnell— pretendió dotar de autonomía a la Ciencia Política vinculándola con los métodos empíricos. El objetivo era aproximarla a las ciencias naturales. En realidad, el intento de acercar las ciencias sociales a las ciencias naturales no era nuevo, pues a medida que avanzó el siglo XIX surgieron precursores del concepto científico aplicado a la sociedad, entre ellos, debe recordarse a Comte.

			El conductismo, según señala Leca, se presentó a sí mismo como la aplicación de las ciencias empíricas al comportamiento (Leca, 1985:93). Su objetivo se encaminaba a descubrir regularidades de forma que pudieran expresarse en generalizaciones o teorías con valor explicativo y predictivo. Ello implicaba elaborar técnicas de observación y cuantificar o medir los fenómenos a fin de obtener la máxima precisión. Desde este punto de vista, las valoraciones deben excluirse de la Ciencia Política, ésta ha de limitarse al análisis y a la observación de la realidad tal como es y no como debiera ser. La pretensión no deja de plantear dificultades, tal vez insuperables, sobre todo, si se admite con Fisichella que ni siquiera las ciencias de la naturaleza logran evitar los juicios de valor (Fisichella, 1986: 35). De acuerdo con estos parámetros se rechazó que la Ciencia Política pudiera concebirse en un sentido laxo, más bien se defiende un sentido restringido del término ciencia. En el primer caso, el término se utiliza para referirse a «cualquier estudio de los fenómenos y de las estructuras políticas, conducido con sistematicidad y con rigor, apoyado en un amplio y agudo examen de los hechos, expuestos con argumentos racionales» (Bobbio, 1991:218). Frente a este concepto de ciencia, los estudiosos del comportamiento sostuvieron que la palabra sólo debe aplicarse al trabajo realizado con el método científico, es decir, al trabajo elaborado con el método empírico.

			El auge del método empírico contribuyó a que el comportamiento político cuantificable constituyese el núcleo central de la Ciencia Política, hasta el punto de que las ciencias sociales llegaron a adoptar el nombre de ciencias del comportamiento. La atención que logró recabar no se circunscribió sólo a los enfoques que, como el conductismo, inciden en los aspectos cuantitativos y, por lo tanto, mensurables; el comportamiento también fue el objeto de atención de otros enfoques metodológicos, por ejemplo, la Teoría de Sistemas o la Teoría de la Elección Racional (TER). En este sentido, Easton, describe «el sistema político como el comportamiento o serie de interacciones a través de las cuales se hacen y se cumplen en nombre de una sociedad los repartos investidos de autoridad (o decisiones vinculantes)» (Easton, 1974: 358). Con este concepto se alude a un conjunto de diferentes partes, por ejemplo, las instituciones políticas, los medios de comunicación o las asociaciones, que se encuentran interrelacionadas entre sí y en contacto con el medio en el que se desenvuelven. Por su parte, la TER —enfoque que se desarrolla a mediados de los años cincuenta del siglo pasado— parte del presupuesto del autointerés para explicar el comportamiento. Las personas son racionales y persiguen maximizar su interés en el ámbito político, igual que lo hacen en el económico.

			En coherencia con estos cambios metodológicos, la Ciencia Política se identificó con «el estudio del poder o del proceso de adopción de decisiones» (Easton, 1974:356). Una obra pionera de las nuevas tendencias de la Ciencia Política norteamericana fue la de Bentley, publicada en 1908, con el significativo título: The Process of Government. Para este autor, la política es un proceso formado por las acciones de los grupos en conflicto, un devenir de sus comportamientos, de sus intereses y de sus decisiones. El objetivo de la política, por lo tanto, es «la fuerza en las relaciones del poder». Así entendida, la política no coincide con el Estado, el fenómeno político descansa en las relaciones de fuerza entre las personas; el Estado o la fuerza organizada se disuelven, pierde interés (Passerin, 2001:85-89). El objeto de la Ciencia Política, según estos planteamientos, son las relaciones de poder entre los diferentes grupos sociales, ya sean de naturaleza pública o privada y las decisiones políticas derivan de un proceso complejo en el que intervienen diferentes participantes. La política se convierte en parte de la sociedad. Como señala Sartori al valorar la trayectoria de la Ciencia Política desde los años 20 del siglo XX, su renacimiento había producido la sociologización de la política (Satori, 1987:257). Con posterioridad, Borella abunda en la misma idea al sostener que los enfoques empíricos contribuyeron al olvido o desconocimiento de la especificidad de la política, «o si se quiere al isomorfismo de todos los comportamientos. Las instituciones y las estructuras políticas pierden su carácter propio y se asemejan a los cuadros sociales de comportamientos individuales» (Borella, 1990:99).

			La delimitación del objeto de la Ciencia Política en el poder, sin embargo, no llegó a zanjar las polémicas. En ocasiones se observó que se trata de un concepto demasiado ambiguo. En este sentido Easton observó que la política no puede definirse sólo como poder porque ello exigiría distinguir sus diferentes formas; tampoco basta con añadirle el atributo de político. La ambigüedad del concepto, según Easton, desborda los problemas propios de la Ciencia Política, de ahí que considere el sistema político su objeto característico. El concepto introducido por Easton logró precisar que el proceso político está integrado por una serie de subprocesos interdependientes (Almond: 263) pero, no llega a acotar con más claridad el ámbito de la política de lo que lo hace el concepto de poder.

			La redefinición del objeto de la Ciencia Política en el poder indujo a marginar el estudio del Estado. Esta pérdida de interés por el Estado no parece guardar coherencia con los cambios de la realidad política del momento, ya que acontece de forma paralela con el despegue de la transformación del «Estado mínimo» en un Estado de bienestar, modelo que supuso una mayor intervención de la organización estatal en la sociedad y, en último caso, una influencia más intensa del marco estatal en las relaciones sociales. En apariencia, la causa pudo estar unida al impacto de las tendencias metodológicas. El método adoptado pudo condicionar el objeto, pues los estudios empíricos se adecuan con más facilitad a los estudios de micropolítica, mientras que su aplicación a la macropolítica plantea obstáculos. Quizá no deba soslayarse el cambio metodológico, pero no explica por sí mismo la trayectoria seguida por los estudios de la Ciencia Política sobre el Estado. Como sostuvo Nettl en 1968, la marginación del concepto coincide con el traslado a Estados Unidos del centro de gravedad de la Ciencia Política entre 1938 y 1953, país donde se institucionaliza la corriente pluralista, de la que se tratará en el subepígrafe 5.3. Sin embargo, añade Nettl que el menor interés por el Estado es un problema más antiguo pues, al margen de los cambios metodológicos, ya con anterioridad el Estado había ocupado un lugar secundario en la Teoría Política anglosajona (Nettl, 1994).

			La aparente marginación del Estado guarda una estrecha relación con una tradición cultural concreta. La política como proceso entiende que el poder está fragmentado en una pluralidad de grupos, no existe un único centro sino la concurrencia de numerosos centros de poder. Los defensores de esta concepción del poder rechazan que el Estado soberano sea compatible con ella. De este desajuste da cuenta el desarrollo que se le da al término «Estado» en la Enciclopedia Internacional de Ciencias Sociales editada en los años 60. En este estudio se sostiene que el Estado pudo entenderse como poder supremo en la época de las monarquías absolutas, pero que la Revolución francesa fue el detonante de un proceso conducente al deterioro de la autoridad del Estado debido a la sustitución de la de la soberanía del príncipe por la del pueblo, la democracia diluye, pues, el poder soberano y lo convierte en una mera ficción (Watkin,1974:467 y s.s). Dejando al margen que, desde el punto de vista histórico, la consolidación del Estado soberano es fruto de un proceso histórico y uno de sus pilares fue su configuración como un Estado liberal y democrático, no debe obviarse que el sufragio universal no eliminó la necesidad de que se continuase imponiendo decisiones colectivas obligatorias dotadas de legitimidad de la que, por otra parte, carecen los grupos sociales. En muchos casos, las relaciones sociales transcurren por la vía de la negociación y el acuerdo, pero en casos de conflictos de intereses no son viables ni la una ni el otro, sino que se necesitan instituciones que los resuelvan. Incluso ante problemas de coordinación también son ineludibles las instituciones que establezcan reglas imperativas. En realidad, tras la marginación del Estado en los estudios de Ciencia Política subyace un concepto distinto de Estado anclado en los valores de una determinada cultura política. Como sostiene Cotarelo «No es que la Ciencia Política ignore al Estado; es, antes bien, que parte de un concepto de Estado que pudiera no tener universal aceptación. O, dicho en otros términos, la corriente empírista y sociologizante dentro de la Ciencia Política, puede sucumbir a la tentación de deshacer el Estado en un entramado de relaciones interpersonales, despojándole de toda objetividad» (Cotarelo,1988:54).

			Con todo, el predomino de los enfoques basados en el comportamiento no supuso el abandono de los estudios sobre el Estado, como demuestran los trabajos de Carl Friedrich, Herman Finer, Maurice Duverger o Martin Lipset, entre otros.

			4.3. Las tendencias de la Ciencia Política y el estudio del Estado en los últimos años

			Desde el punto de vista metodológico, las técnicas cuantitativas se extendieron en la Ciencia Política aunque no han dejado de generar escepticismo por las dificultades de su aplicación. Los problemas que se plantea la Ciencia Política son de naturaleza compleja y no todos los fenómenos son cuantificables; a ello se añade que la mutabilidad del objeto de investigación obstaculiza las cuantificaciones. Por lo demás, cabe dudar de que los comportamientos colectivos logren explicarse a partir de la agregación de los comportamientos individuales. Las limitaciones de la cuantificación se han tratado de superar recurriendo a técnicas cualitativas. Los estudios de casos y la comparación siguen ocupando un lugar destacado. Desde hace años las cuestiones metodológicas han dejado de provocar las controversias de otras etapas. La aceptación de la pluralidad de enfoques es la tendencia general.

			Por lo que se refiere al objeto de estudio, también la característica es la diversidad de cuestiones abordadas por la Ciencia Política. Mientras que en otras épocas no se ocupaba de ciertos problemas de índole social y cultural, en los últimos años fueron objeto de atención. Entre los ámbitos de estudio que experimentaron mayor impulso, desde, aproximadamente, 1970, destaca el análisis de las políticas públicas, estudios que se centran en los procesos de adopción de decisiones. Las decisiones consideradas como un proceso permiten estudiarla desde una perspectiva más compleja. Es decir, mientras que, cuando se habla de decisión, la atención recae en el momento de la adopción, con el término proceso se aspira a dar cuenta no sólo de ese momento sino de otras fases previas —como son la introducción en la agenda y la preparación de la decisión, lo que permite identificar a los participantes que en ellas intervienen— y posteriores —esto es, las fases de aplicación y evaluación de las políticas.

			Especial atención merece la importancia que volvió a adquirir el estudio del Estado, desde mediados de los años setenta y, de una forma más nítida, alrededor de los ochenta del siglo XX, tras el lugar secundario que ocupó en las décadas precedentes. De esa época son los trabajos de Stepan (1978), Nordlinger (1981) y el de Skocpol quien publica en 1985 un artículo bajo el significativo título de «El Estado regresa el primer plano». Una manifestación más de ese renovado interés por el Estado fue el Congreso de 1990 celebrado por la Asociación estadounidense de Ciencia Política al reservar un lugar en su programa para un nuevo tema titulado «Devolver el Estado a la Ciencia Política». La atención que entonces recabó el Estado fue interpretada como una europeización de lo político y de sus perspectivas de estudio (Borella, 1997: 105). La oportunidad de focalizar el interés en el Estado que, por otra parte, no deja de ser un objeto específico de la Ciencia Política, ha sido subrayada por diferentes estudios. Por ejemplo, Stoker, crítico con la ampliación del ámbito de estudios de la Ciencia Política, reclama una mayor atención respecto al Estado, lo que justifica señalando que, si bien la política es una actividad muy amplia, el Estado es el ámbito colectivo cuya actividad se impone de forma generalizada y coercitivamente por encima de otros grupos y asociaciones (Stoker, 1997: 18). Después de la etapa iniciada por la revolución conductista, que condujo a buena parte de estudiosos de la Ciencia Política a centrarse en la sociedad, se retoma no sólo el estudio del Estado sino el de las instituciones en general para explicar la cohesión de la sociedad ante la dificultad de agregar los intereses de los grupos. La relevancia de las instituciones para dar cuenta de lo colectivo es admitida, incluso, por algunas corrientes que, como la Teoría de la Elección Racional, parten de presupuestos individualistas en su metodología. Ahora bien, el enfoque neoinstitucionolista en su conjunto no se centra en el Estado, el concepto de institución no es unívoco, de ello se tratará el epígrafe 5.4.

			El impulso adquirido por los estudios sobre el Estado, a mediados de los 70 del siglo XX, es paralelo a las nuevas y generalizadas transformaciones que experimenta desde esos años en los países de la OCDE. La crisis económica de 1973 inició una etapa que supuso un punto de inflexión en la denominada «Edad de Oro» del Estado en los países de la OCDE, comprendida desde finales de la segunda Guerra Mundial hasta esa fecha. En esta etapa los Estados se configuraron como Estados territoriales, de Derecho, democráticos y de bienestar.

			Sin embargo, desde los años 70 del siglo XX, se subraya que los sistemas democráticos eran disfuncionales debido a la «crisis de gobernabilidad» que soportaban. El término fue acuñado por Huntington y Crozier en 1975. La ingobernabilidad, según estos autores, derivaba del aumento de demandas sociales dirigidas hacia el Estado y de la reducción de sus recursos para satisfacerlas. La vía de solución recomendada fue reducir la intervención estatal a fin de que la sociedad se autogobernase. Por lo tanto, la propuesta conducía a revisar el modelo de relación entre el Estado y la sociedad característico de la Edad de Oro. Desde el punto de vista ideológico y de los programas partidistas, hacia la mitad de los setenta, gana fuerza las posturas favorables al «adelgazamiento» del Estado, objetivo que fue defendido, sobre todo, por el neoliberalismo, aunque la izquierda tampoco se mantuvo al margen de las nuevas propuestas. Ciertas corrientes defendieron la ruptura del socialismo con su vinculación estatalista y la revitalización de la sociedad civil (Bourdieu,1999. Keane, 1992).

			Por otra parte, es incontrovertible la incapacidad del Estado para afrontar ciertos problemas en solitario como los de naturaleza medioambiental y de seguridad (terrorismos, mafias, tráfico de drogas). Las nuevas tecnologías de la comunicación y la liberalización de los mercados, desde los años 80 del siglo XX, fueron los fenómenos más importantes que erosionaron la congruencia entre el espacio político y la actividad social por las dificultades que introdujeron para controlar los movimientos de mercancías, personas e información. La tendencia a la creación de un mercado global, esto es, la expansión del comercio, de la inversión externa directa y, sobre todo, de los mercados de capital, que son los que realmente han adquirido una dimensión global, limita la capacidad de los Estados para establecer políticas nacionales. El nuevo escenario surgido en los últimos decenios del siglo XX diverge del que afloró en los años treinta. Entonces el Estado fue considerado un medio ineludible para la corrección de los fallos del mercado y sus consecuencias sociales. A la inversa, en los años 80, la postura dominante sostuvo que el libre mercado sólo depende de la estabilidad monetaria y fiscal, no precisa de la interferencia política porque ésta sólo genera ineficacia y el mercado posee mecanismos de autorregulación que tienden al equilibrio.

			La incapacidad del Estado para dar respuestas a problemas de las sociedades contemporáneas, unida a la pérdida de control sobre las actividades ejercidas en su territorio han sido interpretadas como manifestaciones de la quiebra de la soberanía o de la autonomía estatal y, en consecuencia, del declive del Estado como modelo de organización. Ahora bien, considerar el declive del Estado como fenómeno que afecta de manera uniforme a todos los Estados, supone desconocer la gran desigualdad entre ellos, por ejemplo, no puede equipararse Estados Unidos a los microestados, tampoco la disposición diplomática para la utilización de las vías multilaterales es idéntica entre ellos (Cohen, 2003:33)). Desde el punto de vista económico, los hechos más recientes han rebatido que los mercados posean mecanismos autorreguladores. Desde la crisis económica de 1997, considerada como la primera crisis económica de la era de la globalización, hasta llegar a la que se inicia en 2008 y se agudiza en 2009, cuya intensidad se equiparó a la de 1929, la recuperación ha exigido la intervención de los Estados. La importancia del Estado en la economía mundial fue destacada por una institución impulsora del libre mercado global como es el Banco Mundial, que mantuvo en un Informe de 1997 que el desarrollo económico no puede ser asumido por el Estado, pero tampoco al margen de él; exige un Estado eficaz y estable que evite incertidumbres (Banco Mundial, 1997). Por encima de los nuevos cambios, la organización estatal y las instituciones públicas siguen siendo ineludibles para dar respuestas colectivas a problemas que poseen una naturaleza colectiva, la sociedad por sí misma carece de recursos y tampoco han surgido actores alternativos. 

			Desde el punto de vista de la seguridad, en los años noventa del siglo XX y, sobre todo, después de los atentados del 11 de septiembre, una nueva categoría de Estados pasa a formar parte de la política exterior de seguridad norteamericana y de otros países. Son los llamados «Estados fallidos» o «Estados fracasados», también denominados con otros adjetivos. Con esta expresión se designa a los Estados caracterizados por su descomposición institucional, por la pérdida o carencia del monopolio coercitivo y porque no poseen legitimidad. Estos Estados son incapaces de desempeñar funciones básicas como el mantenimiento de la seguridad física de sus ciudadanos, la aplicación de las leyes o la provisión de servicios públicos (Fernández, 2008). Los Estados fallidos pasan a formar parte de la agenda internacional porque son vistos como una amenaza potencial para la seguridad mundial por ser fuente de terrorismo y de otros problemas relacionados con la sanidad, la migración, el tráfico ilegal de armas, de drogas y de recursos naturales. Estos Estados son traídos a colación porque, aparte de que hayan entrado en las agendas política, lo que interesa subrayar es que su fragilidad no se ha tratado de superar con organizaciones alternativas sino reconstruyendo los Estados.

			Aunque el nuevo contexto en el que actúan los Estado ha cambiado, su presunto declive no encuentra apoyo en la realidad. No es extraño que la postura con más adeptos defiende que los Estados están experimentando transformaciones que repercuten en sus funciones y estructura institucional. Según algunos autores, la función de dirección y gestión directa del Estado cede para centrarse en la regulación, la coordinación y el impulso de las iniciativas de los actores sociales (Hall, 1993:167). Esta forma de entender las funciones estatales ha inducido a la revisión del concepto de Estado como organización que posee el monopolio de la coerción legítima y a la forma de entender la función de gobierno. Este último concepto es reemplazado por el de gobernanza, término polémico y carente de definiciones unánimes. Los teóricos de la gobernanza le dan un significado distinto al de gobierno. El concepto revisa la centralidad del Estado en el sistema político, se caracteriza por la inexistencia de un centro de dirección y de relaciones jerárquicas. El poder, de acuerdo con este concepto, se encuentra fragmentado entre numerosos actores de naturaleza pública y privada, las políticas públicas pueden estar determinadas por actores no estatales. Un presupuesto de la gobernanza es la capacidad autoorganizativa de la sociedad. Así entendida, la gobernanza se desvía de la concepción liberal democrática del Estado como centro de poder político para la articulación de los intereses colectivos. El concepto supone, al igual que el de ingobernabilidad, una nueva forma de entender las relaciones entre el Estado y la sociedad.

			No es este el lugar para abordar las transformaciones contemporáneas del Estado, pero sí para dejar constancia de los estudios que se ocupan de ellas. Sin ánimos de exhaustividad, entre las monografías dedicas a su análisis cabe citar las de Sorensen, (2004), Leibfried y Zürn (2005), Hay (2006), Hurrelmann (2007), Jessop (2008). Estos estudios analizan el poder del Estado en las sociedades contemporáneas y su relación con la sociedad. Un denominador común es el análisis de las transformaciones del Estado a partir de las dimensiones que lo caracterizaron en la llamada Edad de Oro, esto es: a) la dimensión territorial que supone el control de los recursos materiales dentro de sus respectivos territorios —el monopolio de la política monetaria, la imposición fiscal y el uso de la fuerza—; b) la dimensión legal, que implica el uso exclusivo a legislar; c) la dimensión de legitimación democrática y d) la dimensión de bienestar. Los estudios se plantean el análisis del alcance de los nuevos cambios y las repercusiones en el poder estatal, las funciones e instituciones que cambian y las que resisten a los cambios, o, los ámbitos en los que el Estado sigue ejerciendo un monopolio y el lugar que ocupan otros actores en el gobierno de las sociedades.

			5. ENFOQUES Y CONCEPCIONES SOBRE EL ESTADO

			Las explicaciones que aspiran a dar cuenta de las relaciones entre el Estado y la sociedad no son unívocas. El alcance del poder del Estado ha sido valorado de forma distinta, para unos el Estado es un instrumento del capital, otros defienden que se trata de un ámbito neutral y para un tercer grupo el Estado posee un poder autónomo. Las divergencias se suscitan, en buena medida, porque se parte de presupuestos teóricos distintos, también la metodología adoptada condiciona el objeto de estudio. A modo de síntesis las diferentes concepciones sobre el Estado pueden clasificarse en cuatro categorías: marxismo, elitismo, pluralismo e institucionalismo. No obstante, ha de tenerse en cuenta que estas corrientes no son homogéneas, lo que añade dificultad para la clasificación de las distintas aportaciones. Además, los presupuestos iniciales de los que cada una ha partido se han ido revisando. Por un lado, las diferencias entre las corrientes persisten, pero, por otro, y salvando las controversias en sus correspondientes senos, se aprecia entre ellas una propensión a asumir, de forma parcial, los presupuestos característicos de las otras, de ahí que se haya observado cierta tendencia hacia la convergencia entre el marxismo, el pluralismo, el elitismo y el institucionalismo (Marsh, 1997; Hay y Lister, 2006). Como se explicará a continuación, el Estado no formó parte del núcleo de estudios de estas corrientes, pero desde los años ochenta del siglo XX, también algunos estudiosos próximos a ellas se ocupan del poder estatal.

			5.1. El marxismo

			Las corrientes socialistas han mantenido posturas divergentes respecto de las funciones estatales. En primer lugar, aunque —como se expondrá más adelante— la concepción acerca del Estado entre los marxistas es susceptible de matizaciones, ha de establecerse una distinción entre el marxismo y lo defendido por otras posiciones socialistas. Mientras que el marxismo propugnó la sustitución del modo de producción capitalista, este segundo grupo —al que cabe calificar como socialismo reformista— se identificó con el ideario de los que sostenían que el capitalismo podía transformarse. Representativas de este socialismo reformista son las aportaciones mantenidas a principios del siglo XIX por Sismondi y Louis Blanc; con posterioridad las de Lasalle, que se reflejaron en el programa aprobado por el Partido Socialista Obrero Alemán en el Congreso de Gotha (1875); asimismo, ya a finales de ese siglo, la corriente crítica al marxismo, y en particular Bernstein, expuso las ideas características del corpus de la socialdemocracia.

			Un denominador común del socialismo reformista es la defensa del establecimiento de una nueva distribución de la riqueza, para lo cual resulta imprescindible la intervención del Estado. Desde esta perspectiva se propugnó la conquista del Estado por el movimiento obrero; de ahí que el sufragio universal fuese una de las reivindicaciones centrales. Para el socialismo reformista, por lo tanto, el Estado es un instrumento esencial para la reforma social.

			Las consideraciones que Marx realizó sobre la organización estatal discrepan de la del socialismo reformista. Para Marx, el modo de producción condiciona las relaciones sociales y políticas. Según la concepción economicista de la historia defendida por Marx, las relaciones jurídicas y las formas estatales no son independientes de las condiciones materiales sino derivados de ellas; las relaciones de producción constituyen la estructura económica sobre la que se asienta una determinada superestructura jurídica y política. En este sentido, dice Marx en La Contribución a la Crítica de la Economía Política: «Ni las relaciones jurídicas ni las formas de Estado pueden ser explicadas por sí mismas (...), arraigan por el contrario en las condiciones materiales de la vida (...). Es en la economía política donde hay que buscar la anatomía de la sociedad civil». En coherencia con estos planteamientos —y según expone Marx tanto en El Manifiesto Comunista como en La Ideología Alemana— la función del Estado burgués no es otra que la de proteger el dominio de clase. Así, en la segunda obra mencionada sostiene Marx que el Estado es la forma de organización «que se dan necesariamente los burgueses para la mutua garantía de su propiedad y de sus intereses», el Estado «sólo existe en función de la propiedad privada (...) es la forma bajo la que los individuos de una clase dominante hacen valer sus intereses comunes». En consecuencia, Marx rechaza que la conquista por el proletariado del Estado burgués pudiese inducir al cambio de la sociedad existente.

			En realidad, como explica Bobbio, el Estado, según la concepción marxiana, no es un instrumento neutral; de serlo, su utilización por otra clase conduciría al cambio del modelo socioeconómico, pero, para Marx, la dependencia entre el poder estatal y la clase es inextricable, lo que le induce a propugnar la destrucción del Estado burgués y la sustitución por otro diferente (Bobbio, 1999). El proletariado como clase dominante debía organizar sus propias instituciones estatales de acuerdo con sus intereses.

			En este sentido, Marx sostiene en el Programa de Gotha que entre la sociedad capitalista y la sociedad comunista sucedería una fase de transformación revolucionaria y «a este período corresponde un período de transición cuyo Estado no puede ser otro que la dictadura revolucionaria del proletariado». Este Estado, como todos los que han existido, según la idea de Marx, es un Estado de una clase; en este caso, el del proletariado, pero a diferencia de los demás Estados, su objetivo sería la eliminación del antagonismo de clase y, por lo tanto, la paulatina destrucción del propio Estado como instrumento de dominio. Al ser la función de la forma estatal la dominación de clases, llegados a la situación en que estas desaparezcan, el Estado terminaría por sucumbir con ellas. Y en esto coincidiría con los anarquistas, para quienes la abolición del Estado es prioritaria y se antepone a la eliminación de las clases. Para Bakunin se convierte en una cuestión sine qua non que lleva a la abolición de los privilegios de clase.

			Por lo tanto, Marx concibe el Estado como un mero instrumento de clase. Sin embargo, algunos autores han destacado que la concepción marxiana del Estado no se reduce a esta interpretación instrumentalista. Junto a ella, se señala que existe otra que le reconoce una autonomía limitada. La interpretación del Estado como un actor relativamente autónomo es extraída, fundamentalmente, de la obra El 18 Brumario de Luis Bonaparte. En esta obra Marx estudia los acontecimientos que desembocaron en el golpe de Estado por parte de Luis Bonaparte en Francia durante 1851, golpe que se produce tanto en contra de los republicanos como de los monárquicos y que condujo a la sustitución de la República por una dictadura personal. En este contexto, el cambio de un poder por otro ha dado pie a que se interprete que, en determinadas circunstancias, el Estado puede, en apariencia, independizarse del poder de la burguesía y dominar sobre la sociedad civil. En cualquier caso, aunque no se nieguen las ambigüedades del legado marxista por lo que se refiere a la concepción del Estado —fenómeno que por lo demás es tratado por el autor no de una forma sistemática sino marginal— la idea dominante y la que reitera en sus escritos no es precisamente la de considerar al Estado como un actor autónomo sino que es, ante todo, un instrumento. También la corriente marxista posterior siguió entendiendo al Estado, sobre todo, como un instrumento cuya finalidad era ser funcional a la acumulación capitalista, lo que explica, en parte, que los estudiosos de esta corriente marginasen al Estado de sus análisis.

			Por lo que respecta a la trayectoria de la corriente marxista, el legado de la interpretación instrumentalista del Estado es perceptible todavía en los trabajos de Baran, de Sweezy y Miliband, publicados en la década de los sesenta. Estos autores, entre otros, al explicar las nuevas funciones asumidas por el Estado después de la Segunda Guerra Mundial defienden que las políticas de bienestar no supusieron un cambio de estructuras. Para Baran y Sweezy las intervenciones del Estado en la economía son una necesidad impuesta por el sistema capitalista en la fase del capitalismo monopolista, en concreto por el problema planteado por la generación y absorción del excedente. Desde esta perspectiva, la intervención del Estado en la economía beneficia a los intereses del capital porque permite crear una demanda agregada. Por su parte, según Miliband, el Estado de las sociedades avanzadas continúa teniendo un carácter clasista, es un mero instrumento de la clase dominante porque, por encima de la diversidad de estatus de la clase empresarial o de la clase trabajadora, las dos clases sociales básicas siguen presentándose como clases antagónicas.

			Frente a estas interpretaciones —y tratando de hacer una exposición de síntesis—, otras aportaciones de orientación marxista, aun admitiendo el condicionante de la estructura económica sobre la política y —en particular— sobre la actividad del Estado, relativizaron cuando no rechazaron el determinismo económico característico de la interpretación instrumentalista. Los estudiosos neomarxistas observaron que era un reduccionismo equiparar el Estado con la superestructura de la base económica o explicar las luchas políticas como consecuencia exclusiva del conflicto de clases.

			Antonio Gramsci, cuya obra marcó una ruptura con las interpretaciones economicistas, suele ser citado como uno de los autores más influyentes. Para Gramsci, la dominación capitalista no es sólo el resultado de la propiedad privada de los medios de producción. Un factor esencial es el consentimiento de los ciudadanos y, en particular, la ideología, la cultura así como el Estado son elementos esenciales para la creación de ese consentimiento. Otros estudiosos neomarxistas replantearon la naturaleza y funciones del Estado en las sociedades avanzadas dando un giro a lo mantenido por las posturas tradicionales. Algunas formulaciones llegan incluso a sostener que el Estado posee cierta autonomía. En este sentido, al inicio de los años setenta, Nicos Poulantzas defiende que el Estado posee una relativa autonomía respecto a la clase dominante, autonomía que es esencial para resolver tanto los conflictos de intereses entre los grupos de la clase dominante como los suscitados entre ésta y la clase dominada, si bien a largo plazo el Estado se revela, dice Poulantzas, como un Estado de clase, pues su finalidad es favorecer la acumulación capitalista. Para el autor mencionado, la relación entre la clase capitalista y el Estado no hay que buscarla, como lo hace Miliband, en el origen social compartido por la elite política y la elite económica, puesto que esa vinculación es de tipo estructural e independiente de la procedencia social de los políticos (Taylor, 1997: 262 y s.s). 

			La idea de que el Estado representa los intereses generales del capital es mantenida también por otros autores como O’Connor, Altvater o Galgano, entre otros. Según Altvater, el capital requiere para su expansión un conjunto de instituciones que él mismo no puede producir porque se encuentra fuera de la lógica del beneficio. El Estado es la institución que realiza las funciones necesarias para la reproducción del capital ya sea estableciendo y salvaguardando el ordenamiento legal, o regulando los conflictos entre el capital y el trabajo, o, en fin, propiciando la expansión del capital nacional en el mercado mundial. Desde este punto de vista, el Estado, mantiene Altvater, no es un capitalista en una sociedad capitalista porque sus funciones no se inspiran en un criterio de rentabilidad. Su intervención, por otra parte posee límites, pues no puede desarrollarse hasta poner en peligro la acumulación privada. La intervención del Estado se ha justificado por las exigencias generadas por la propia economía de mercado. A ello también se refiere Habermas con «la lógica del desplazamiento de las crisis», es decir aunque las crisis se originen en la economía se convierten en responsabilidad del Estado. En realidad, la necesidad de regulación de la economía no es una idea privativa del marxismo sino compartida por otras posiciones. Distintas son las matizaciones introducidas por Galgano respecto a la naturaleza del Estado. Para este autor, el Estado que posee cierta autonomía no es sólo el «Estado del capital» sino un «Estado capitalista». Es decir, el Estado es una institución política a la vez que institución económica y en esta faceta el Estado es un capitalista más. Se convierte en «un capitalista colectivo ideal», en una organización que permite a la clase capitalista realizar colectivamente los intereses de clases. La intervención del Estado en la economía es otra vía de extracción de plusvalía, porque, por una parte, el trabajo es expropiado por los capitalistas particulares al apropiarse del valor de los bienes y, por otra parte, por el Estado al apropiarse de parte del salario, plusvalía que revierte en los capitalistas a través de subvenciones e infraestructuras (Rubio, 1991:403).

			El desajuste entre la interpretación instrumentalista y las funciones de los Estados de bienestar explica que los análisis neomarxistas admitan que no todas las competencias estatales fuesen rentables al sistema capitalista. Diferentes autores sostienen que el Estado de bienestar desarrolla políticas heterogéneas respecto a sus fines: unas son beneficiosas para la acumulación capitalista, otras, por el contrario, tienen como objetivo crear condiciones de legitimidad para garantizar la paz social. Ahora bien, esos diferentes fines de las funciones estatales crean contradicciones o de carácter económico o ideológico. 

			5.2. El elitismo

			La corriente elitista, a diferencia de las tesis defendidas por el marxismo, sostiene que los factores económicos no determinan el poder, toda vez que lo político ejerce influencias significativas. Los elitistas rechazan el concepto de clase económica y utilizan, en su lugar, el término de elite, niegan asimismo que la elite empresarial ejerza un dominio absoluto sobre el poder político. La idea central defendida en los primeros decenios del siglo XX por los autores clásicos de esta corriente, como Robert Michels, Vilfredo Pareto o Gaetano Mosca, se centra en que en todas las circunstancias una minoría ejerce el poder sobre la mayoría, ese dominio lo extrae de su capacidad organizativa. También Max Weber y, posteriormente, Joseph Schumpeter [1883-1946], desde posiciones democráticas, coinciden con la idea de que una elite siempre domina sobre la mayoría, incluso en el contexto de las democracias liberales y a pesar del desarrollo de los partidos de masas. Para ambos autores, el Estado posee capacidad autónoma frente a los mercados (Evans, 1997: 244).

			Desde las filas elitistas, Wright Mills polemiza con la idea pluralista respecto a que el poder esté disperso en las sociedades democráticas. Mills sostiene, en su trabajo sobre las elites gubernamentales norteamericanas, que las instituciones están dominadas por la «elite del poder» integrada por los gobernantes, por los directores de las grandes empresas y por la cúpula militar; es esta elite la que, con un importante grado de autonomía, define el contenido de las políticas de acuerdo con sus intereses. Mills acepta cierta competencia entre los grupos de intereses, pero en niveles inferiores porque, en realidad, el poder se concentra en las elites política, económica y militar. En consecuencia, el Estado no es ni un instrumento al servicio del poder económico, según sostienen los marxistas, ni un árbitro neutral, según defienden los pluralistas (Mills, 1987).

			En los años setenta del siglo XX, en parte, como consecuencia de la dinámica de los Estados de bienestar y en parte, como respuesta a la crisis económica de esos años, algunos estudios destacaron la tendencia neocorporativista de las democracias liberales. Las prácticas neocorporativistas consisten en la participación de ciertas organizaciones de intereses sectoriales en las decisiones políticas, su utilización ha sido explicada como medio para la implantación de las políticas públicas y, también como una vía para solucionar el exceso de demandas sociales de las sociedades contemporáneas.

			El fenómeno corporativista ha sido objeto de distintas definiciones; entre ellas una que se cita con frecuencia es la de Philippe Schmitter, quien lo conceptúa como «un sistema de representación de intereses en el que las unidades que lo constituyen se organizan en un limitado número de categorías singulares, obligatorias, no competitivas, ordenadas jerárquicamente y funcionalmente diferenciadas, que el Estado reconoce y autoriza (cuando no crea) y a las que se otorga, a propósito, un monopolio de la representación dentro de sus respectivos ámbitos, a cambio de que respeten ciertos controles en la selección de sus líderes y en la articulación de sus demandas y apoyo» (Evans, 1997: 250). Los estudios neocorporativistas, en contra de los presupuestos del pluralismo clásico, revelan que el poder no está tan disperso como defiende esta corriente. No obstante, si se tiene en cuenta la rectificación introducida por los neopluralistas al admitir que los grupos económicos poseen una influencia privilegiada en los procesos políticos, cabe interpretar que lo que se produce es una convergencia entre las corrientes pluralistas y elitistas. De hecho algunos autores, entre ellos Almond, tipifican el neocorporativismo como una variante del neopluralismo (Almond, 1999:247). En todo caso, la identificación de las prácticas neocorporativistas con el neopluralismo es relativa. El corporativismo implica tanto la institucionalización de un número limitado de grupos de intereses como la monopolización de la representación por esos grupos; la institucionalización corporativista permite, como sostiene Evans, la legítima dominación de las elites en lugar de que los grupos, según son entendidos por el pluralismo, no estén controlados por el Estado y su participación en la adopción de decisiones sea ilimitada. Es decir, según los estudiosos neocorporativistas, la organización de los grupos son obligatorias y reconocidas por el Estado, por el contrario el neopluralismo mantiene que los grupos son espontáneos, no son reconocidos por la ley y son competitivos entre sí.

			Más recientemente, la proliferación de «redes» en las democracias liberales ha sido considerada una manifestación de la naturaleza elitista del poder. Esta vinculación puede aceptarse si se entiende a las redes como estructuras de decisiones integradas por un número limitado de miembros (Evans, 2006 :54). En líneas generales, los análisis de las élites políticas se ocupan, sobre todo, del lugar que poseen las elites en el proceso de adopción de decisiones y en menor medida de las relaciones entre el Estado y la sociedad. Aunque autores afines a esta corriente se han ocupado del estudio del Estado, por ejemplo la aportación de Skocpol, a la que nos referiremos más adelante.

			5.3. El pluralismo

			La corriente pluralista enlaza parcialmente con las ideas del liberalismo clásico, en particular con las de Madison, por su defensa de la existencia de intereses heterogéneos en las sociedades. Aunque existen diferencias ya que mientras para Madison las facciones, pese a ser inevitables, son perniciosas y debían neutralizarse mediante la representación política, para los pluralistas la diversidad de intereses es una característica consustancial de la democracia, su existencia evita que se imponga una mayoría tiránica, y garantiza la viabilidad de la misma democracia. Esta corriente encuentra sus raíces doctrinales en el pensamiento inglés y, en concreto, en las aportaciones de Laski y Cole. Ambos autores rechazaron la idea de Estado soberano y defendieron la necesidad de limitar el poder estatal (Smith, 2006:22). Su origen más próximo se localiza en los estudios que Bentley realizó sobre los grupos de interés en la primera década del siglo XX [1908], trabajo que fue continuado por David Truman [1951]. La corriente pluralista adquirió mayor impulso con la obra de Robert Dahl [1956] quien califica a las democracias liberales con el significativo término de «poliarquía». Robert Dahl plantea el pluralismo como una descripción del funcionamiento del sistema político estadounidense, encontrándose este enfoque íntimamente vinculado con ese ámbito cultural, donde se convierte en modelo dominante después de la segunda postguerra. Las peculiaridades del contexto sociopolítico del que procede el pluralismo han dado pie para observar que su aplicación plantea obstáculos en ámbitos distintos del que surgió. Por ejemplo, la debilidad de los partidos políticos, la mayor influencia de los grupos de presión en la canalización de intereses, o lo reciente de su tradición estatal son rasgos característicos del sistema norteamericano no compartidos por otros países europeos.

			Desde el punto de vista metodológico, la corriente pluralista ha aspirado a presentarse como una descripción de la realidad y una manifestación observable en el funcionamiento del sistema político norteamericano es la existencia de una miríada de grupos de intereses en conflicto. En consecuencia, su objeto de estudio por excelencia son los grupos y el método a seguir es el comportamiento observable, esto es, los grupos que participan e influyen en las decisiones. Hay razones, por lo tanto, para asociar el pluralismo con la revolución metodológica conductista. Esta asociación hay que entenderla con cautela, pues, a pesar de la aspiración empirista de los pluralistas, sus presupuestos teóricos no están exentos de contenidos normativos. La repercusión del cambio metodológico en el desarrollo de la corriente pluralista, según Gunnel, debe matizarse porque la idea de la fragmentación de intereses era ampliamente compartida por los estudiosos norteamericanos, a lo que se añadía el rechazo que suscitaban ciertas concepciones estatalistas tradicionales al relacionarlas con el autoritarismo y las políticas imperialistas (Gunnel, 1999). Como se sostiene desde la corriente pluralista, los primeros estudios sobre los grupos de interés surgieron «como reacción a la teoría de la soberanía» y su punto ideológico de partida fue que la libertad era el valor supremo cuya preservación exige la distribución del poder (Almond, 1999:239).

			En primer lugar, hay que señalar que el presupuesto característico de la corriente pluralista se refiere a que el poder en las democracias liberales es difuso, se encuentra disperso en numerosos centros y ninguno de ellos domina por completo a la sociedad, por lo tanto no existe un único centro de poder. Este punto de partida resquebraja la consideración del poder estatal como un poder soberano. La dispersión del poder, explican los pluralistas, se debe a la distribución desigual de los recursos políticos. Algunos grupos pueden influir más en un área que en otra, pero no logran dominar toda la actividad política porque los medios del poder, ya se trate del dinero, de la capacidad de movilización, del apoyo electoral o de la información, no los monopoliza un único grupo sino que se reparten desigualmente. Incluso si se reconoce que ciertos grupos puedan ejercer cierto predominio sobre los demás, esa preponderancia se ve limitada por diferentes razones: porque en general los grupos no estén interesados en influir en todos los ámbitos de decisión, o también porque el propio sistema de grupos contrarresta entre sí la influencia de un determinado grupo, o bien puede suceder que la existencia de un grupo poderoso desencadene la organización de otro que restrinja su poder; por ejemplo, las organizaciones sindicales frente a las organizaciones empresariales (Smith, 1997: 221).

			En segundo lugar, el objeto nuclear de los pluralistas, como se acaba de indicar, son los grupos. Son ellos los protagonistas de la sociedad y, en consecuencia, la política sólo puede comprenderse a través de los grupos; los individuos tienen existencia en cuanto miembro de los grupos, su identidad se conforma por la pertenencia a ellos. El proceso político se construye mediante la interacción de los grupos, las decisiones políticas no son fruto de una mayoría sino reflejo de las fuerzas grupales y de sus negociaciones. Los pluralistas describen la política norteamericana «como una compleja urdimbre de actividades descentralizadas de negociación entre una plétora de grupos de interés» (Almond, 1999:261). Así entendida la política, el Estado no pasa de ser más que un ámbito neutral o un espejo donde se refleja y compiten intereses surgidos de la sociedad; la organización estatal carece de poder para actuar de forma autónoma y no posee unos intereses propios. Para Dahl, los intereses sociales son heterogéneos, de ahí la dificultad de alcanzar un consenso sobre el contenido de un hipotético interés común. En el mejor de los casos, ese interés sólo podría definirse en términos muy generales, pero así acotado no serviría de guía para las decisiones colectivas (Dahl, 1992:334).

			En tercer lugar, otro principio característico del pluralismo es el consenso. Los pluralistas sostienen que el sistema político de las democracias liberales está abierto a todas las demandas sociales, su fragmentación institucional conduce a que las políticas se formulen desde numerosos centros y se amplíe el número de instancias sobre las que realizar la presión. Por lo tanto, el rasgo fundamental de la democracia americana es el consenso, pues si los grupos no se organizan es porque no existen quejas ya que éstas son las que moviliza la acción y el sistema como se ha dicho, está abierto a todo tipo de demandas (Smith, 2006).

			La concepción defendida por el pluralismo acerca del poder y de las relaciones entre el Estado y la sociedad diverge de la mantenida por otras corrientes. Mientras que para los marxistas, el Estado es un instrumento de la clase capitalista, para los pluralistas es un ámbito neutral, una asociación más a la que pertenece el individuo; según los primeros el poder está determinado por los intereses de la clase económicamente dominante, por el contrario los pluralistas defienden que el poder se encuentra disperso, además los intereses son heterogéneos, no se reduce a los de naturaleza económica. Respecto a los elitistas, los pluralistas disienten de la existencia de una única elite en el poder. Desde posiciones elitistas, se objeta a los pluralistas que el poder es acumulativo, debido, según Miliband, a la interconexión entre las elites económicas y políticas; la separación entre ambas dimensiones del poder no existe por la vinculación social entre las elites; las personas que ocupan cargos en el ámbito político proceden bien del ámbito empresarial o de la clase media profesional.

			A pesar de la influencia que ha ejercido y ejerce el pluralismo sus fundamentos han sido criticados y los hechos han demostrado sus desajustes con la dinámica políticas. Sus presupuestos de partida le impiden apreciar y explicar la existencia de desequilibrios en la distribución de poder, los obstáculos estructurales e institucionales para la participación son ignorados (Held, 2007). El hincapié del pluralismo en los grupos, como protagonistas por antonomasia de la actividad política, y el lugar secundario reservado al Estado hace pensar que la organización colectiva recae en ellos, pero la política centrada en los grupos elude lo colectivo, no hay que soslayar que los intereses grupales son intereses sectoriales, en muchos casos contradictorios entre sí. Como señala Smith es erróneo asumir que la consulta a los grupos de intereses ejerzan en todas las circunstancias influencias en la toma de decisiones. Las consultas desde el ámbito político a los intereses privados puede deberse más a la utilidad que reportan para la implantación de las decisiones que a la presión inicial de esos intereses. Aunque los pluralistas niegan que el Estado posee intereses propios, si se tiene en cuenta que es éste el que tiene recursos y legitimidad para elaborar y aplicar las políticas, tampoco puede negarse la posibilidad de que las políticas sean iniciadas por los actores públicos, no para responder a la presión de los grupos sino porque obedecen a intereses propios. No le falta razón a Smith al señalar que la consideración del Estado como una arena neutral induce a identificarlo con una organización benévola, a descuidar, incluso, su potencial, pero bien puede suceder que el Estado no sea usado con fines benévolos (Smith, 2006).

			Los años 60 y 70 del siglo XX marcaron un punto de inflexión en los planteamientos con los que el pluralismo inició su andadura a principios del siglo XX. Las críticas que recabó y los acontecimientos políticos durante esos años en Norteamérica indujeron al replanteamiento de los presupuestos de partida desde las propias filas pluralistas. Los movimientos defensores de los derechos civiles de los ciudadanos negros y los movimientos de protestas contra la guerra de Vietnam refutaron el consenso del sistema norteamericano. Asimismo, pusieron en evidencia la exclusión de ciertos intereses en el proceso político, pese a lo defendido por los pluralistas clásicos (Smith, 2006).

			Los trabajos de Bachrach y Baratz [1962] y con posterioridad el de Luckes [1972] mostraron la limitación de los análisis sobre el poder, basados en el comportamiento observable de los actores que prevalecían en la toma de decisiones en una situación de conflicto. Este método fue cuestionado por no tener en cuenta las asimetrías de poder ni las barreras para participar en las decisiones. El estudio de Bachrach y Baratz sostiene que el poder también se ejerce restringiendo las llamadas «no decisiones», es decir, evitando que se adopten decisiones sobre ciertos problemas. El poder, por lo tanto, reside además en quien tiene capacidad para controlar la agenda y mantener los problemas fuera del proceso político (Luckes, 1985).

			El carácter abierto del proceso político fue revisado al admitir los neopluralistas que la desigual distribución de poder económico proporciona diferentes oportunidades de participación e influencia. En este sentido, Dahl introdujo matizaciones en sus últimos escritos respecto a sus aportaciones de los años sesenta. Aunque Dahl defiende que la economía de mercado es una condición favorable para el desarrollo y la consolidación de las instituciones democráticas, acepta la existencia de una tensión entre ese modelo económico y la democracia, debida a las inevitables desigualdades generadas por el primero y su repercusión negativa en la igualdad política. Según Dahl el capitalismo de mercado es un factor que provoca desigualdad de recursos tales como la riqueza, el estatus, el prestigio, la información, la organización o la educación. La desigual distribución de recursos, dice Dahl, limita el potencial democrático al favorecer que unos ciudadanos tengan más influencia que otros en las decisiones políticas (Dahl, 1999: 180 y ss.). El predominio de los grupos económicos también ha sido subrayado por otro pluralista clásico, Charles E. Lindblom, quien admite que los intereses económicos poseen un poder estructural porque la estabilidad de los gobiernos depende del crecimiento económico. En estas circunstancias, las políticas gubernamentales están abocadas a satisfacer las exigencias de la acumulación capitalista sin necesidad de la presión directa de los intereses económicos (Smith, 1997: 230).

			Las revisiones acometidas por los neopluralistas suponen cierto acercamiento a las explicaciones marxistas e incluso elitistas (Almond, 1999:262) lo que justifica que también desde la perspectiva pluralista se aprecie una convergencia con los enfoques abordados en este apartado. Ahora bien, por encima de estas revisiones, los neopluralistas siguen defendiendo que los grupos son los actores centrales del proceso político, así como el carácter abierto y competitivo de éste en las áreas en las que no son trascendentales los intereses económicos. La concepción sobre el Estado, en líneas generales, no ha sido objeto de nuevas formulaciones, su equiparación con un ámbito neutral sigue siendo la postura predominante.

			5.4. El institucionalismo

			Algunas características del institucionalismo se han expuesto al estudiar el origen de la Ciencia Política. A modo de resumen, cabe destacar que el objeto central de este enfoque son las instituciones políticas; es decir, las organizaciones formales de la administración pública. Su funcionamiento así como las normas en las que se apoyan ocupan un lugar clave en los análisis de este enfoque más que, por ejemplo, las actividades de los grupos de interés. Si desde principios del siglo XX, como ya se explicó en el epígrafe 4.2, el estudio de las instituciones pasó a un segundo plano, en los años 80 de ese siglo nuevamente resurgió el interés por ellas, incluso entre los teóricos de la Elección Racional. Los trabajos que retomaron las instituciones se presentaron bajo la denominación de «nuevo institucionalismo». El calificativo utilizado fue motivo de discrepancias, poniéndose en cuestión que fuese una corriente realmente innovadora y distinta del institucionalismo tradicional. Por su parte, sus defensores objetaron que se trataba de una corriente que difería del «viejo» institucionalismo” porque el «nuevo» combina los presupuestos característicos de los estudios del comportamiento político con los del institucionalismo tradicional (March y Olsen, 1993: 12).

			Los neoinstitucionalistas, a diferencia de las corrientes centradas en el individuo, defienden que el comportamiento colectivo no se reduce al estudio de los comportamientos individuales. La acción colectiva se explica de forma insuficiente a través de los comportamientos individuales observables, ésta exige que se tenga en cuenta lo colectivo, esto es las instituciones que son los contextos donde se desarrollan los comportamientos. Las instituciones son consideradas un componente central de la vida política por sus repercusiones en el orden social y económico, son las variables independientes explicativas, por ejemplo, de las políticas públicas o del comportamiento de la Administración (Peters, 1999: 307). El redescubrimiento de las instituciones ha permitido a los estudiosos que parten de enfoques centrados en el comportamiento encontrar en ellas, por utilizar su propia terminología, el «cemento» que posibilita aglutinar a individuos atomizados (Shepsle, 1999: 377). Las instituciones logran superar las limitaciones que plantean la agregación de los comportamientos individuales para explicar el comportamiento colectivo. Una idea ampliamente compartida por los neoinstitucionalistas se refiere a que las instituciones condicionan las preferencias. Según Rothstein, se trata de un supuesto fácil de admitir porque las instituciones determinan «quienes son los actores legítimos, el número de actores, el curso de la acción y, en gran medida, la información de la que dispondrán los actores acerca de las intenciones de cada uno» (Rothstein, 2001:218). La relevancia de los intereses individuales sigue siendo una variable esencial del proceso político, pero, al mismo tiempo, el neoinstitucionalismo rechaza que las instituciones, en general, y el Estado, en particular, sean meros escenarios neutrales donde se desarrollan los conflictos de intereses. Algunos nuevos institucionalistas admiten, y con ello rectifican posiciones anteriores, que los Estados son actores políticos y, en consecuencia, les reconocen autonomía. Desde estos presupuestos, se afirma que el Estado no sólo se ve afectado por la sociedad sino que ésta también se encuentra influida por la organización estatal en tanto que su estructura y procedimientos, además de defender intereses, repercuten en la distribución del poder y en las acciones individuales (March y Olsen, 1993: 13 y ss.). Con todo, la vinculación entre el nuevo institucionalismo y el Estado hay que entenderla con cautela. En parte, esta corriente se asoció con la revisión del postergamiento del Estado en la Ciencia Política, inducido por los enfoques del comportamiento, pero, por otra parte, numerosos estudios institucionalistas excluyen el Estado de su objeto de estudio.

			En realidad, el «nuevo institucionalismo» no es una corriente homogénea, bajo esta denominación se engloban diferentes versiones. La primera discrepancia surgida entre los neoinstitucionalistas se refiere a qué debe entenderse por institución. De forma general, las instituciones se equiparan con «las reglas del juego», pero los estudiosos disienten de su significado: para unos, el concepto de institución es muy amplio, incluyen en él a los sistemas simbólicos y lo aplican a fenómenos diversos, como las revoluciones o la violencia étnica. Para otros, las instituciones son las reglas formales y explícitas. Este concepto restringido de institución que excluye a las reglas informales como, por ejemplo, las culturales, es defendido por los teóricos próximos a la elección racional. En este sentido Levi entiende por institución los «acuerdos formales para vincular individuos y regular su conducta a través del uso de reglas explícitas, procesos de decisión ejecutados por un actor o grupo de actores formalmente dotados y reconocidos como poseedores de ese poder» (Rothstein, 2001). También los neoinstitucionalistas mantienen posturas diferentes respecto a la fuente de la que surgen las preferencias: en unos casos, se sostiene que las preferencias son externas a las instituciones, no son creadas por éstas; en otros casos, se defiende que las preferencias son endógenas, es decir, consecuencia de la interacción entre los individuos y las instituciones. Otro motivo de desacuerdo estriba en los factores que influyen en el comportamiento dentro del contexto de la organización, mientras que unas versiones hacen hincapié en los valores, otras lo hacen en las reglas formales (Peters, 1999: 145).

			La clasificación de las corrientes en el seno del neoinstitucionalismo no es coincidente. Las realizadas por G. Peters y V. Schmidt concuerdan parcialmente, al distinguir, entre otras, las siguientes:

			— El institucionalismo normativo (en la terminología de G. Peters) o el institucionalismo sociológico (según la clasificación de Schmidt), —de él son representativas las aportaciones de March y Olsen—. Para el institucionalismo normativo, la institución no es necesariamente una estructura formal sino un conjunto de valores, rutinas y prácticas culturales que contienen una acción apropiada de carácter normativo. Así entendida, la institución no se identifica con normas formales ni la acción se rige por la lógica del interés o por la racionalidad, ésta, en todo caso, es construida socialmente, sino por la lógica de lo apropiado. Según esta corriente, los valores de las organizaciones, que son interiorizados por los individuos, afectan más al comportamiento individual que las estructuras o las reglas de procedimiento. Los valores de las instituciones ocupan, por lo tanto, un lugar central para explicar cómo se forman las decisiones.

			— El institucionalismo próximo a la Teoría de la Elección Racional, parte de la idea que los actores centrales de los procesos políticos son los individuos, cuya principal motivación es maximizar sus preferencias. El comportamiento racional y los intereses de los actores siguen siendo esenciales para los neoinstitucionalistas de la Teoría de la Elección Racional. Sin embargo, los individuos pueden comprender que sus objetivos se logran de forma más eficaz a través de las instituciones porque reducen costes de transacción. Ello no quiere decir que las instituciones sean meras agregaciones de las preferencias individuales, sino que son algo más. A diferencia de otras versiones del neoinstitucionalismo, como por ejemplo la normativa, este enfoque defiende que las preferencias de los actores son exógenas a las instituciones y se encuentran determinadas con anterioridad a su participación en ellas. Según esta corriente, el comportamiento individual se conforma por reglas formales, que son aceptadas por los actores debido a un cálculo racional y no por razones normativas o morales.

			— El institucionalismo histórico. Esta corriente es la que más influencia posee de los estudios institucionales clásicos. Se centra en el Estado y demás instituciones formales, como los sindicatos o las instituciones financieras. Una idea central de esta corriente son las llamadas «trayectorias de dependencia» o continuidades. Según este concepto, las opciones iniciales respecto a la creación de una institución o cuando se emprende una decisión política tienen efectos en el futuro, produciéndose una inercia a la persistencia de la política inicial. En consecuencia, las instituciones una vez creadas determinan los objetivos, definen los medios y proporcionan los criterios de evaluación de las políticas.

			— El institucionalismo discursivo. Se trata de una de las versiones del institucionalismo añadida por V. Schmidt. El núcleo que la caracteriza y la diferencia de los enfoques anteriores estriba en la centralidad de las ideas como variable para explicar la canalización de intereses y la acción colectiva. El institucionalismo discursivo, sostiene Schmidt, debido a su hincapié en las ideas, permite superar la incapacidad de las otras corrientes para dar cuenta del cambio por su énfasis en las preferencias fijas, en unos casos, en la trayectoria de la dependencia, en otros casos, o en la continuidad de las pautas culturales, en un tercer grupo (Peters, 1999. Schmidt, 2006:109)

			5.5. El Estado como institución autónoma

			Como se ha expuesto en este epígrafe, la corriente marxista y pluralista marginaron o excluyeron al Estado de su objeto de estudio. Ambas corrientes se centraron en la sociedad y a partir de ella entendieron que la existencia y la actividad del Estado son consecuencias de los procesos sociales. No obstante, autores próximos a estas corrientes han mantenido una postura distinta respecto a la relación entre el Estado y la sociedad. Lo que puede interpretarse como una manifestación o consecuencia de la relativa convergencia que se ha ido produciendo entre los distintos enfoques. Los estudiosos neoestatistas (entre ellos, Skocpol, Mann, Poggi, Nordlinger o Evans) rechazan que el Estado se explique desde la sociedad y sea concebido bien como un ámbito neutral registrador de las preferencias sociales, bien como instrumento de los intereses económicos dominantes. Frente a estas posturas, se mantiene que el Estado tiene capacidad para formular objetivos independientes de los intereses de los grupos. Esta capacidad del Estado es explicada a partir del concepto weberiano y deriva de su naturaleza institucional, así como de su organización burocrática. Su estructura institucional y su personal especializado le diferencia de la sociedad civil permitiéndole desarrollar intereses distintos. La idea de que el Estado posee una relativa autonomía es compartida por algunos neomarxista, neopluralistas y neoinstitucionalistas (Almond, 1999:262; Kjae, 2004:125; Hay y Lister, 2006).

			T. Skocpol, próxima a la corriente marxista, sostiene que por autonomía del Estado se entiende la capacidad de formular y perseguir objetivos que no sean simple reflejo de las demandas o de los intereses de los grupos sociales (Skocpol, 1989: 86). Frente a la corriente elitista, según Skocpol, la autonomía del Estado no procede de las elites sino de las instituciones. El Estado, explica esta autora, es un conjunto de instituciones militares, administrativas y políticas que responden a una lógica e intereses propios. Ello no le induce a rechazar que las elites estatales —es decir, la burocracia o los políticos— posean cierta autonomía, pero lo que destaca Skocpol para justificar la autonomía estatal es la influencia de las instituciones sobre los actores ya se trate de los dirigentes políticos o de la sociedad civil. Por lo tanto, la autonomía del Estado no deriva de las elites estatales sino de las instituciones que condicionan a todos los actores. Así, pues, las capacidades políticas de los actores como los grupos de interés o las clases, dependen de las estructuras y actividades del Estado. En este sentido, como se verá más adelante, las aportaciones de Skocpol y las de Mann poseen cierta analogía, ya que este último autor también se fija en la naturaleza institucional del Estado para justificar su autonomía.

			Con todo, Skocpol precisa que la autonomía del Estado no ha de entenderse como un rasgo estructural fijo, por el contrario, puede aparecer y desaparecer porque las posibilidades estructurales de la actividad estatal cambian con el tiempo. Como ya mantuvo la autora mencionada en su obra Los Estados y las Revoluciones, un factor que coadyuva a esta autonomía es la participación de los Estados en un contexto internacional en el que las presiones y las oportunidades militares pueden inducir a la adopción de políticas por parte de los gobernantes que entren en conflicto con la clase dominante (Skocpol, 1984: 63). Además, la acción autónoma del Estado se explica debido a los recursos a los que puede acudir para mantener el orden interno (Skocpol, 1989: 87).

			Una postura ecléctica metodológicamente es la adoptada por Michel Mann. Quizá se trate de la posición más coherente si se mantiene, como lo hace Mann, que los Estados modernos constituyen redes polimorfas de poder, al cristalizar como capitalistas, democráticos, militaristas o confederales. Mann no se identifica con ningún enfoque en particular, admite que tanto el marxismo como el elitismo y el pluralismo defienden ideas parcialmente válidas sobre el Estado. Así, acepta que los Estados modernos son capitalistas, aunque este carácter no es determinante; comparte con las teorías elitistas que las elites estatales pueden ser actores autónomos (como aconteció con las monarquías y los militares en el siglo XIX); por último, coincide con el pluralismo respecto a que el poder es ejercido por numerosos actores políticos (Mann, 1997: 127).

			Desde un planteamiento que puede interpretarse próximo al pluralismo, Mann defiende que los Estados no son actores unitarios; las sociedades están integradas por diferentes redes de poder, ninguna de las cuales son determinantes. En particular, Mann tipifica cuatro fuentes de poder: la económica, la política o estatal, la militar y la ideológica. Cada una de estas fuentes, excepto el poder político, se distingue por poseer unos recursos, unas funciones y unas organizaciones propias. Sin embargo, el Estado carece de unos recursos específicos, sus recursos son una combinación de los existentes en la sociedad; el factor que proporciona la autonomía del Estado, además de diferenciarlo de otras fuentes de poder, es la institucionalización de sus funciones, organizaciones y recursos. Esta institucionalización proporciona, por otra parte, una organización centralizada territorialmente, mientras que, por ejemplo, el poder económico carece de control sobre un territorio determinado (Mann, 1991: 18). De esa institucionalización centralizada de manera territorial extrae el Estado, principalmente, su poder. La autonomía estatal de la que habla Mann posee un alcance relativo porque los recursos estatales, sean humanos o económicos, no están aislados del control social (Mann, 1997: 95). Asimismo la autonomía estatal es consecuencia de la pluralidad de funciones realizadas por el Estado; así actividades como la preservación del orden interno, la defensa contra agresiones externas, el mantenimiento de infraestructuras de comunicaciones o la distribución económica benefician a la sociedad en su conjunto o a ciertos grupos de interés. Pues bien, esas funciones comprometen al Estado con distintos e incluso contrapuestos intereses, de forma que el Estado adquiere capacidad para maniobrar respecto a los intereses que entran en controversia.

			Para Michael Mann, al igual que para Theda Skocpol, la historia demuestra que el Estado es una necesidad de las sociedades civilizadas, su desarrollo no ha de buscarse en las exigencias derivadas de la acumulación capitalista, sino en la capacidad autónoma de las instituciones y en la especificidad de la actividad del Estado. También, según Poggi, la naturaleza institucional y, por lo tanto, impersonal del poder del Estado es lo que permite, entenderlo como una organización diferenciada y con intereses propios, capacitada, añade, para preservar la integración social y atender las necesidades de la sociedad en su conjunto. Las políticas estatales, sostiene Poggi, son impulsadas por los propios gobernantes, pero, al mismo tiempo, son el resultado de los conflictos entre las fuerzas sociales en los que cada grupo aspira satisfacer sus intereses mediante el apoyo y la sanción del Estado, ya se trate de grupos económicos para reforzar su posición de mercado, o, de grupos en situación de desventaja económica. La corriente pluralista rechazó la concentración de poder implícita en el concepto de soberanía y entendió que su dispersión era el mejor mecanismo para garantizar la libertad. Sin embargo, esa concentración de poder ha coexistido con la ampliación paulatina de la ciudadanía y su participación en el ejercicio del poder. Desde el punto de vista histórico, como sostiene Poggi, el Estado ha logrado reconciliar fenómenos aparentemente irreconciliables. La institucionalización del poder sobre la que se construye el Estado posibilita que su ejercicio se controle, se limite y sea predecible mediante diferentes principios: imperio de la ley, igualdad ante la ley, elecciones periódicas, o libertad de asociación (Poggi, 1990: 98 y 69).

			7. CONCEPTOS E IDEAS CLAVE

			— «Crisis de gobernabilidad»

			— «Estados fallidos»

			— Gobernanza

			— Coacción legítima

			— Bienes públicos

			— Organización institucional

			— Revolución conductista

			— La política como proceso

			— Enfoque jurídico-formal

			— Cambios metodológicos y estudio del Estado

			— Concepción marxiana del Estado

			— Elitismo y Estado

			— Pluralismo y dispersión del poder

			— Neopluralismo

			— Nuevo institucionalismo

			— Autonomía del Estado

			8. LECTURAS RECOMENDADAS

			BENZ, ARTHUR (2009) El Estado moderno. Fundamentos de su análisis politológico, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. Esta obra es uno de los estudios más reciente sobre el Estado en lengua castellana. En el que se aborda el concepto de Estado, su evolución, transformaciones actuales, organización y funciones, además de analizar la relación entre el Estado y otros actores de la sociedad.

			MARSH, DAVID y GERRY STOKER (eds.) (1997), Teoría y métodos de la ciencia política, Madrid, Alianza. Págs. 217-291. Los capítulos 11 (M. Smith), 12 (M. Evans) y 13 (G. Taylor) de este manual de Ciencia Política estudia las teorías del Estado desde la perspectiva pluralista, elitista y marxistas, dando cuenta de los presupuestos clásicos y de la evolución experimentada por cada uno de estos enfoques. El capítulo 13 (D. Marsh) defiende que, por encima de las diferencias entre los distintos enfoques, se aprecia cierta convergencia entre ellos.
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			OBJETIVOS

			El estudio del proceso histórico que concluyó en la tendencia a superar la dispersión del poder, característica de la poliarquía medieval, tiene por objeto dar cuenta de cómo los europeos empezaron a organizarse en Estados. La eclosión de esta forma política condujo a diferenciar el ámbito político del religioso. Este tema, además de abordar el cómo, trata del porqué el Estado se fue imponiendo a otros modelos de organización política. Las explicaciones no son unívocas porque en el origen del Estado concurren factores heterogéneos, unas teorías hacen hincapié en el modo de producción, otras en factores políticos como la guerra. Las aportaciones de Maquiavelo, Bodino y Hobbes proporcionaron las ideas que justificaron y fundamentaron la nueva organización política. En particular el concepto de soberanía es central en la Teoría Política del Estado. 

			1. INTRODUCCIÓN

			La configuración del Estado, como forma particularizada de organización política, es el resultado de un dilatado período histórico que abarca varios siglos. La institucionalización del poder y la tendencia a la centralización de los medios que permitieron monopolizar el uso de la violencia, hasta impedir que otros grupos la usasen de forma legítima, se fragua a través de largos y complejos procesos, según se desprende del estudio de la evolución del Estado que será expuesta en los capítulos siguientes. Este capítulo se centra en el proceso que condujo a la transformación de la dispersión del poder existente en la Edad Media y a la diferenciación del ámbito político de otras actividades, como la religiosa. Para que esa dispersión del poder tendiese a monopolizarse hizo falta neutralizar el poder temporal de la Iglesia, el del Emperador y el de los estamentos.

			2. LA SINGULARIDAD DEL ESTADO COMO FORMA DE ORGANIZACIÓN POLÍTICA

			El término Estado se usa en un sentido amplio para designar a cualquier organización política, ya se trate de la polís, de la civitas, de los imperios o de los territorios y reinos medievales. En un sentido restringido, la palabra Estado, denomina la forma política que se generaliza en Europa a partir de los siglos XV y XVI. En realidad, el término stato aparece por primera vez en la obra de Maquiavelo para dar cuenta del nuevo status político surgido en el Renacimiento. Heller, crítico con el significado amplio de Estado, sostiene que la expresión «Estado medieval» es dudosa porque el Estado no existió en la Edad Media si por esta forma se entiende «una unidad de dominación, independiente en lo exterior e interior; que actuara de modo continuo con medios de poder propio, y claramente delimitada en lo personal y territorial» (Heller, 1998: 142). En efecto, el Estado así entendido posee una naturaleza distinta de las formas preestatales, aparece en el siglo XVI vinculado a la idea y práctica de la soberanía (García Pelayo, 1968: 141). Otra expresión utilizada con frecuencia es la de «Estado moderno», el calificativo se añade para denominar al Estado que comienza a despegar en el Renacimiento y distinguirlo de las formas políticas que lo antecedieron; sin embargo, los partidarios del significado restringido entienden que esta expresión es un pleonasmo o es reiterativa.

			No cabe duda que el Estado renacentista difiere de la organización política de la Edad Media, cuyo rasgo característico fue la dispersión del poder político. Sin embargo, debe tenerse en cuenta dos matices. En primer lugar, hay que recordar que el Estado es producto de un largo proceso histórico en el que los elementos de la modernidad se superponen o conviven con las instituciones heredadas. Los Estados emergentes coexisten con los Imperios y las ciudades-estados, incluso en un mismo país, en concreto en España, la consolidación de su Estado fue paralela a su existencia como imperio. Además, el desarrollo de los Estados no coincide cronológicamente en los distintos países y su consolidación se produce de forma paulatina. En este sentido, Strayer señala que hasta los Estados mejor organizados no eran, en algunos aspectos, más que federaciones de condados o provincias todavía en el siglo XVII (J. Strayer, 1986: 135 y s.s). En segundo lugar y teniendo en cuenta la definición de Heller, señalada con anterioridad, las organizaciones que precedieron al Estado también contaron con medios propios para el ejercicio del poder. En concreto, el Imperio ham chino organizó una burocracia jerárquica y centralizada que sobrevivió durante varios siglos, mientras que el Imperio romano, si bien su administración era descentralizada, dispuso de un vasto ejército. A este argumento se objeta que, aunque los medios de poder con los que cuenta la organización estatal no fuesen nuevos, es ella la que logra aglutinar un conjunto de instrumentos que sólo habían sido utilizados de forma parcial por las organizaciones preestatales. Por encima de esta relativa analogía en cuanto a los medios utilizados por los Estados y los Imperios, una diferencia sustantiva los separa: los primeros se organizan sobre límites territoriales precisos, la demarcación de su territorio respecto al de los vecinos es nítida; por el contrario, los Imperios se caracterizan por la ausencia de límites territoriales permanentes y fijos, su política de expansión territorial le induce a mantener sus fronteras abiertas (Colas, 2009:35).

			Otra diferencia que suele señalarse entre estas dos formas políticas afecta a las relaciones externas: los Estados se definen como Estados soberanos entre otros Estados también soberanos, admiten, formalmente, la independencia de sus homólogos; los imperios, por su parte, no se consideran a sí mismos entidades que coexistan con otras en un plano de igualdad, no reconocen la existencia independiente fuera de sus dominios.

			3. LA FORMACIÓN HISTÓRICA DEL ESTADO

			3.1. De la poliarquía medieval al dualismo del poder político: territorios y monarquías estamentales

			La organización política de la Edad Media se distingue por la fragmentación derivada de la dimensión localista en la que reposa, pero ese carácter localista no agota el modelo de la poliarquía medieval. Esta dimensión convive con otra de ámbito universal. La tensión entre ambas conduciría con el tiempo a superar la dispersión del poder. La organización política medieval, a diferencia de la modernidad asentada en la razón, se apoya en una concepción sacralizada en la que se mezclan los intereses religiosos y los seculares. La República christiana estaba formada por una comunidad de fieles integrada por muchos pueblos que formaban un cuerpo místico en cuyo vértice se situaban dos autoridades universales de origen divino: el Emperador, responsable del orden temporal con mandato, en teoría, sobre toda la Cristiandad, y el Pontífice, cabeza del orden espiritual. La idea imperial fue fomentada por la Iglesia con el fin de que la cristiandad estuviese dotada de un poder unitario y había permanecido en la conciencia de los individuos desde la época romana de Augusto. Cuatro siglos después de la desaparición del Imperio Romano en Occidente, se restableció por primera vez el Imperio con la coronación de Carlomagno como emperador por el Papa (800). Después de la disolución del Imperio franco, el Sacro Imperio Romano se restaura de nuevo en el año 962; desde entonces, los reyes germánicos ostentaron la corona imperial por espacio de varios siglos.

			Según García Pelayo, la estructura política del Imperio (Sacro Imperio Romano Germánico) se caracterizaba por su pretensión de hegemonía universal sobre los reyes cristianos y no sobre los pueblos. Esta hegemonía era consecuencia de que al Emperador se le consideraba la primera dignidad política y se le reconocía la auctoritas, que no la potestas; es decir, el Emperador era distinguido como una autoridad superior, capaz de condicionar la conducta de los individuos, pero no poseía poder por carecer de medios coactivos, y mientras que la potestas se impone, la auctoritas se reconoce. Su poder era más testimonial que real. El Emperador ejerció un poder efectivo, sobre todo en Europa central, pues ya en el siglo XIII, Francia, Inglaterra y los reinos hispánicos se declararon «exentos del imperio». De esta forma, rechazaron la autoridad imperial sobre sus reinos (García Pelayo, 1968:115). Según Dülmen, el Emperador germano desempeñó, al menos hasta la Paz de Westfalia, un mando real, pero, en realidad, su poder no emanaba tanto de sus derechos de Emperador como de ser al mismo tiempo rey de Austria, país que llegó a convertirse en una gran potencia en la época. Con la firma de la Paz de Westfalia, se restringieron los derechos del Emperador a favor de los reinos imperiales, además de separarse los Países Bajos y la Confederación Helvética de la Liga Imperial. (Van Dülmen, 1990: 161). 

			La Iglesia ocupaba un lugar central en la organización política de la Edad Media. Su poder no sólo era espiritual, sino político. Además de mantener la idea de unidad de Occidente, disfrutaba de instrumentos de poder. A ella le correspondía interpretar las leyes divinas, nombrar y juzgar a su propio personal, era inmune ante la justicia secular y podía ejercer el derecho de asilo; pero, más importante aún: tenía su propio dominio territorial, su fuerza armada y su sistema impositivo (Creveld, 1999: 59).





OEBPS/images/00_PORTADA_fmt.jpeg
Teoria del Estado |
El Estado y sus instituciones

Andrés de Blas Guerrero
M. Josefa Rubio Lara
(Directores)






